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1. PRESUPUESTOS HISTORICO-JURfDICOS !

“No hay materia tan interesante, y sin embargo tan controvertida y nebu-
losa —afirma N. Majerus, en la introduccién de uno de sus libro*— como la

! FUENTES:

Constitution du Grand-Duché de Luxembourg, du 9 juillet 1848, modifiéé par l'ord.
r.-gr.-d. du 27 nov. 1856.
Constitution du 17 octobre 1868, modifiéé par les lois de revision du 15 mai 1919,

d;s 28 avril, 6 mai, 15 et 21 mai 1948 et par celles du 27 juillet et du 25 octobre
1956.

Loi du 18 germinal an X (8 avril 1802) sur l'organisation du culte.

Décret, du 17 mars 1808, qui ordonne Uexecution du réglement du 10 décembre 1806
sur les juifs.

Loi, du 30 avril 1873, sur la création de I'évéché.

Arrété royal grand-ducal, du 23 juin 1873, concernant Uexétution de la loi du 23
avril 1873 sur la création de I'évéché.

Arrété grand-ducal, du 16 avril 1894, concernant U'approbation des estatuts de la
communauté protestante de Luxembourg.

Coleccién legislativa:

— con relacién a Luxemburgo
RUPPERT, Pierre: Code Politique ¢t Arministratif du Grand-Duché de Luxembourg,
contenant les lois, réglements, arretés, etc., sur lorganisation politique, judi-
cigire et administrative au 1. octobre 1907. Luxembourg 1907.
— con cardcter general

GIACOMETT!I, Z.: Quellen zur Geschichte der Trennung von Staat und Kirche,
Aalen (reproduccién anastdtica) 1961.
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REGIMEN DE LIBERTAD RELIGIOSA EN LUXEMBURGO 247

situacién de los cultos en nuestro pais (Luxemburgo)”. Interesante, pues a
pesar de estar su regulacién dentro del 4rea de influencia belga, no deja de
aportar su propia tipicidad normativa. Controvertida y nebulosa, por la com-
plejidad de las disposiciones constitucionales e inferiores, que, a lo largo de
su accidentada vida politica, han ido rigiendo la vida de Luxemburgo hasta
el presente y que, aun en contra de los cambios, han seguido estando, al
menos en parte, vigentes.

No obstante esta, a primera vista, inseguridad juridica, la realidad es la
vivencia juridica y pacifica de los individuos y de los diferentes cultos den-
tro de una misma comunidad politica, que se encuentra en una de las encru-
cijadas de Europa.

Por ello, en la exposicién de los principios generales que rigen la situacién
de libertad religiosa en Luxemburgo habrd que distinguir siempre la cuestién
tedrico-juridica de la cuestién aplicativa y real de los principios. Antes de
pasar a analizar el contenido y alcance de éstos, damos cuenta, a modo
de presupuesto e introduccién, primero, de los preceptos constitucionales,
en que se asientan dichos principios, segundo, de la razén de la complejidad
de las normas juridicas relativas a los cultos, y tercero, del enunciado previo
de los principios, que después han de ser objeto de examen en la parte cen-
tral del capitulo, y aun de matizaciones en la valoracién final comparativa.

1.1. Los preceptos de la Constitucion de Luxemburgo relativos a la libertad
religiosa.

No sin orgullo, el Consejo de Estado?® pudo hacer resaltar que: “si I'on
considére I'histoire des revisions constitutionelles du Grand-Duché, il faut

WAGNON, Henri: Concordats et Droit International, fondement, élaboration, valeur
et cessation du droit concordataire, Gembloux 1935.

— La condition juridique de U'Eglise en Belgique, en Annales de Droit et de Sciences
Politiques, 24 (1964) nn. 1 y 2 (extrait).

— Le Congrés national belge de 1830-37 a-t-il établi la séparation de UEglise et de
VEtat?, en Etudes d’Histoire du Droit Canonique dediéés a Gabriel Le Bras,
Tome I, pp. 753-781.

WEBER, Paul: La constitution, en Le Luxembourg. Livre du centenaire, Luxembourg
1939 et 1949, pp. 65-84.

WEBER, Paul (abbé): La condition juridique des congregations religieuses au Grand-
Duché de Luxembourg depuis la revolution francaise.

— Etude historico-juridique. Dissertatio ad Lauream in Facultate Iuris Canonici Pon-
tificiae Universitatis ‘Gregorianae Romae (Manuscrito), Romae 1954.

— La Cathédral devant le Droit Canonique et Civil, en La Cathédral de Luxembourg,
Luxembourg 1965, pp. 125-136.

— Adaptation' et réforme de notre Droit Civil-Ecclésiastique {(Manuscrito), Luxem-
bourg 1966.

— Problémes juridiques concernants la liberté de religion et de conviction au sein
de la famille et dans Penseignement (Manuscrito), Luxembourg 1967.

— La nomination des évéques au Grand-Duché de Luxembourg: Feuille de Liaison
de la Conférence Saint-Yves, nn. 29-30 (1968) 12-16. .

* La situation légale de UEglise catholique au Grand-Duché de Luxembourg,

p. V (Avant-propos).

3 Avis del 25 de marzo de 1948, sobre el proyecto de revisién de la Constitucién

citado por Majerus, P.: L’Etat luxembourgeois, p. 37.
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248 CARLOS CORRAL SALVADOR

en convenir qu'il a fallu des événements graves révolutionnant la conception
des compétences étatiques ou modifiant le statut international du pays pour
provoquer l'intervention du pouvoir constituant. Aussi cette intervention,
rare et d’une portée limitée, se bornait-elle chaque fois a réadapter les
pouvoirs organiques de I'Etat dans le sens d’'une démocratisation progressive
et 4 consacrer, par le texte constitutionnel, les modifications survenues dans
les relations extérieures du pays. En dépit des bouleversements que le monde
a connus depuis la promulgation de la Constitution de 1868 et surtout aprés
les récentes guerres, notre Charte fondamentale, d'une stabilité remarquable,
a bien résisté a I'oeuvre du temps”.

Un siglo de vigencia avalan la Constitucién luxemburguesa y de los prin-
cipios en ella proclamados. El texto constitucional es el del 17 de octobre
de 1868, modificado por las leyes de revisién del 15 de mayo de 1919, por
las del 28 de abril, del 6 de mayo, del 15 de mayo y del 21 de mayo de 1948,
y por las del 27 dejulio y del 25 de octubre de 1956 *. Ninguna de sus modi-
ficaciones afectan a los preceptos constitucionales referentes a la materia
religiosa.

Son éstos el 19, que garantiza la libertad de los cultos; el 20 que prohibe
la coaccidén en materia religiosa; el 21, que impone el matrimonio civil previo
al religioso; el 25 que encuadra la libertad de reunién religiosa; el 26 que
limita la libertad de asociacién religiosa; el 106 que preceptia la dotacién
estatal de los ministros de culto, el 110 que fija la presentacién del juramen-
to; y el art. 119 que prevé la Conclusién de convenios con los cultos.

No basta su escueto enunciado para conocer a fondo los principios ge-
nerales que informan la situacién de libertad religiosa en Luxemburgo. Es
necesario encuadrar los preceptos constitucionales aducidos dentro del marco
general de la Constitucién, y del marco histérico en que fueron proclamados
y se fueron desarrollando hasta el presente.

El marco histérico lo constituyen dos hechos fundamentales. El primero
es la nueva situacién juridica internacional del Gran Ducado: éste por el
Tratado de Londres del 11 de mayo de 1867 adquiere 1a neutralidad perpetua
y la independencia absoluta. A la nueva situacién corresponde —segundo
hecho fundamental— la necesidad de una Constitucién de nuevo cuiio, la
actualmente vigente de 1868. En ésta se recogen los principios y las funda-
mentales disposiciones de la constitucién de 1848, salvo algunos importantes
retoques °.

Por ello, “las disposiciones concernientes a los cultos pasaron inalteradas
a la Constitucién de 1868”°. De ahi la necesidad de interpretarlas a la luz
de la Constitucién de 1848, que se encuentra decisivamente influenciada por
la Constitucién belga de 1831. Su texto, que habia estado vigente de 1831

¢ El texto constitucional junto con los antiguos articulos modificados pueden
verse en MaJERUS, P.: o. c., pp. 305-320.

5 WEBER, P.: La constitution, en Livre du centenaire, Luxembourg 1939 et 1948
y Majerus, P.: L’Etat luxembourgois, pp. 28-31.

5 WEBER, P.: La constitution, p. 73.
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REGIMEN DE LIBERTAD RELIGIOSA EN LUXEMBURGO 249

a 1839 en el Gran Ducado, a excepcién de la Villa, con general satisfaccién,
habia servido de base a la Comisién redactora del texto constitucional de
Luxemburgo. De la Constitucién belga se asumieron todas las libertades y
los principios de organizacién interna. Con relacién a los cultos, se asumen
sus prescripciones con algunas excepciones.

Tales son la libertad de cuitos, art. 14 de la Constitucién belga, que pasa
a la luxemburguesa de 1848 en el art. 20 (hoy el 19 vigente); la prohibicién
de coaccién en materia religiosa, art. 15 de la Constitucién belga, que serd
21 de la Constitucién luxemburguesa (el art. 20 de la actual); la obligatorie-
dad del matrimonio civil previo a la religiosa, art. 16 parrafo segundo de la
Constitucién belga, que se reproducird en el art. 22 de la Constitucién luxem-
burguesa de 1848 (art. 21 de la vigente), y la dotacién estatal de los minis-
tros de culto, que del art. 117 de la Constitucién belga pasa al art. 106 de la
Constitucién luxemburguesa de 1848 y 18687

A pesar de pretenderse asumir los mismos principios belgas con relacién
a las relaciones de Iglesia y Estado e, incluso, reproducirse casi al pie de la
letra sus articulos, sin embargo hay que hacer notar con P. Weber? tres
importantes diferencias. Primera diferencia: el Estado belga renuncia a toda
clase de intervencién en los asuntos de la Iglesia (art. 16), el Estado luxem-
burgués, lejos de renunciar, intenta su regulacién en un futuro convenio
(art. 23, hoy art. 22), que nunca desemboc6 en concordato alguno, si no es en
la tardfa Ley del 30 de abril de 1873, en que se reconocera la ereccién del
Obispado de Luxemburgo.

La segunda diferencia estd en la limitacién de la libertad de asociacién
en materia religiosa. Mientras Bélgica establece el derecho de asociacién
sin someterlo a ninguna medida previa; Luxemburgo sujeta el establecimien-
to de las corporaciones religiosa a la previa autorizacién por medio de una
ley (art. 27 de la Const. de 1848, hoy art. 26 de la actual).

La tercera diferencia es en una materia mixta: la ensefianza. El Estado
belga inscribe la libertad de ensefianza (art. 17); el Estado luxemburgués
establece la enseflanza obligatoria y en cierta medida, el monopolio de la
misma (hoy art. 23 modificado).

(Por qué los constituyentes de 1848 se apartan en puntos tan clara y
solemnemente proclamados en la Constitucién belga? “Estas reticencias se
explican por la hostilidad de la burguesfa liberal —cuya influencia era pre-

- ponderante en la asamblea censitaria— contra el Vicario Apostélico de la
época, Mgr. Laurent. Se queria prevenir el retorno de los conflictos del pa-
sado, creando los medios de evitar en adelante la instalacién de un prelado

33 9

extranjero en Luxemburgo” .

7 La diferencia y el proyecto presentado véase en: La Constitution de 1848, ses
travaux préparatoires dans la Comission des Quinze, la Section centrale et les séances
des Etats (par un derniers survivants de I'Assemblée constituante) Luxembourg 1894,
p. 109. Cf. Majerus, N.: La situation légale, pp. 57-60.

8 WEBER, P.: La constitution, pp. 73-74.

$ WEBER, P.: La constitution, p. 73.
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250 CARLOS CORRAL SALVADOR

1.2. La complejidad de la normatividad juridica de la situacion de libertad
religiosa y de cultos en Luxemburgo.

Este apartarse de la Constitucién belga luxemburguesa con relacién a la
belga en los preceptos relativos a los cultos, lleva consigo una serie de pro-
blemas juridicos, al menos en la teoria.

En efecto, de una parte no se renuncia a la intervencién del Estado en
el modo de nombramiento y de revocacién de los ministros de culto, al insti-
tuto del placet, y se reenvia su regulacién, no su abrogacién, a un futuro con-
venio (art. 22). De otra parte, en la espera de la conclusién de los convenios
previstos, “las disposiciones actuales relativas a los cultos siguen en vigor”,
art. 119 de la Constitucién de 1848 que pasa inalterado a la vigente de 1868.
Ahora bien, esta es la hora en que no se ha concluido concordato general al-
guno. Tan sélo el “modus vivendi” como después veremos, de la Ley del 30
de abril de 1873, reconociendo la ereccién de la diécesis de Luxemburgo.

El problema juridico general es determinar cudles son esas normas ac-
tuales en vigor que no han sido abrogadas o derogadas por la legislacién
posterior hasta el presente. La complejidad juridica estd en funcién de la
complejidad misma de las situaciones politicas por las que ha atravesado el
Gran Ducado. Estas han determinado una muy varia regulacién de los cultos.

Bajo el régimen francés (1795-1814), Luxemburgo, convertido en el De-
partamento des Foréts, recibe la legislacion francesa. El concordato napo-
lebnico con los articulos orgdnicos “constituye la ley fundamental de las
relaciones de la Iglesia con el Estado en Luxemburgo” ™. En su consecuencia,
la religién catélica es reconocida como la de la mayoria de la nacién, que-
dando también reconocidos los cultos protestantes y judio. Una serie de
leyes posteriores determinan al tiempo que suavizan algunas de las dispo-
siciones de los articulos orgdnicos.

Un cambio total en la legislacién eclesidstica se intenta bajo el régimen
holandés (1815-1830). Al Rey Guillermo de Holanda se le atribuye, como
propiedad personal, el Gran Ducado de Luxemburgo al que se le mutila una
parte para cedérsela a Prusia. A pesar de ser considerado como Estado autd-
nomo dentro de la Confederacién germanica, el rey holandés lo hizo admi-
nistrar como si fuera una provincia holandesa . ‘

En su consecuencia, se extienden a Luxemburgo las disposiciones de la
Constitucién de los Paises Bajos de 24 de agosto de 1815 con los principios -
de libertad religiosa, proteccién de todos los cultos, asi como la dotacién
estatal de los ministros de culto ™. Se intenta un arreglo definitivo mediante
el concordato de 1827 concluido con Leén XII. Pero nunca fue ejecutado ™.

10 MajJerus, N.: La situation légale, p. 34.

1 Arrété del 22 de abril de 1815, por el que el Gran Ducado pasa a ser la
18.* Provincia: WEBER, P.: La constitution, p. 68.

2 MajJERUS, N.: La situation légale, p. 37.

B Concordato del 18 de junio de 1827: MERcCATI, A.: Raccolta, 1.

MAaJERUS, N.: La situation légale, p. 39.
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Con la unién del Gran Ducado a la revolucién de Bélgica, el Gran Ducado
participa de la nueva legislacién belga y de sus grandes principios constitu-
cionales en materia de libertades y cultos (régimen belga 1830-1839). Régimen
belga de cultos que sigue vigente otro periodo mdis (1839-1848). En efecto, a
pesar de ser devuelto el Gran Ducado al Rey Guillermo de los Paisés Bajos,
el pais, a excepcién de la capital que no habia participado en la sublevacién
de Bélgica, seguia rigiéndose por la legislacién y los principios de la constitu-
cién belga.

De ahi la problematica que dej6 abierta el articulo 119.de las Constitu-
ciones de 1848 y 1868.

¢ Cuiles son, pues, esas “disposiciones actuales” relativas a los cultos que
siguen en vigor conforme al art. 119 de ambas Constituciones? La proble-
mética general se centra en el Concordato napoleénico y en la legislacién
complementaria, una vez que, por una parte aquél nunca ha sido expresa-
mente revocado y, por otra, no se ha concluido un nuevo concordato defini-
tivo (a excepcién de la mencionada ley de 1873), pues el concordato de 1827
nunca llegé a ser ejecutado. La cuestién ha sido repetidas veces tratada y
nunca del todo resuelta . La disposicién constitucional sigue en “la espera”
de un futuro convenio.

La nebulosidad juridica y su consiguiente problematicidad tedrica se re-
flejard en la exegésis y aplicacién de los principios juridico que regulan la
situacién juridica de libertad religiosa en Luxemburgo, como iremos compro-
bando después.

1.3. Los principios constitucionales sobre libertad religiosa.

La formulacién adecuada de los principios constitucionales actualmente
vigentes supone el andlisis de los mismos y serd una de las metas de las
conclusiones de nuestro trabajo. Sin embargo, habida cuenta de los preceptos
de la Constitucién, en parte convergentes con los de la Constitucién belga
y en parte divergentes de la misma, podemos adelantar, a manera de guia,
los principios que regulan la situacién juridica de libertad religiosa en Luxem-
burgo. :

En primer lugar hay que distinguir, como lo hacen ambas Constituciones,
tanto la belga, inspiradora, como la luxemburguesa después, entre la libertad
religiosa relativa al individuo y a los cultos.

Con relacién al individuo, se enuncia la del principio de libertad de con-
ciencia —primer principio—. Con relacién a los cultos, ya no cabe enun-
ciarlos con tanta nitidez y contundencia como en el caso de Bélgica. Sin
embargo, aparece proclamado, aunque sea de una.manera limitada, el prin-
cipio de libertad de los cultos —segundo principio constitucional—. A pesar
de ello, se mantiene, como en la constitucién belga, el principio de proteccién
de los cultos —tercer principio constitucional—.

4 Majerus, N.: La situation légale, pp. 50-60, especialmente pp. 50-57.
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Su contenido, extension y aplicacion sera el objeto de nuestro trabajo.
Comenzaremos analizando cada uno de los tres principios, distinguiendo
oportunamente entre .1 problemdtica tedrica y su realizacién practica. La
ulterior calificacién juridica serd objeto de nuestras conclusiones.

2. PRIMER PRINCIPIO, EL DE LIBERTAD DE CONCIENCIA

El primer principio, que, como impronta de la revolucién francesa, preside
la regulacién entera de la posicién del Estado para con la religién, es el de
libertad religiosa. (Con qué extensién, con qué intensidad? Dos aspectos
pueden claramente desglosarse en la libertad religiosa, tal como viene pro-
clamada en la Constitucién: la libertad de conciencia y la libertad de culto.

2.1. La libertad de conciencia.

La libertad de conciencia viene enmarcada dentro de la tabla de derechos
constitucionalmente garantizados, que tutelan la esfera de libertad de! hom-
bre y del ciudadano. Entre ellos destaca con relieve el derecho de libertad
religiosa, que expresamente viene enunciado positiva y negativamente.

Positivamente es garantizada “la libertad de manifestar sus opiniones reli-
giosas”. Sélo hay una cldusula exceptiva, “salvo la represién de los delitos
cometidos con ocasién del uso de estas libertades” (Const. art. 19). En reali-
dad, no hubiera hecho falta hacer mencién expresa de la libertad de mani-
festar las propias opiniones en materia de religién, pues de una manera
general ésta va garantizada en “la libertad de manifestar sus opiniones por la
palabra en todas las materias” (Const. art. 24) con la misma cldusula excep-
tiva. Es verdad que en dicho articulo se hace mencién expresa sélo de dos
medios de comunicacién, la palabra y la prensa, mientras en el art. 19 no
se hace distincién alguna de los medios. Pero se hace referencia a ellos por
ser los medios ordinarios, necesitados de especial garantia.

La referencia a la libertad de opinién en materia religiosa viene justificada
por su excepcional importancia no sélo para la vida individual del hombre,
sino también para su vida social y para la misma sociedad. Mds, si se consi-
dera el nuevo ordenamiento de las modernas constituciones con relacién al
antiguo régimen.

Negativamente es garantizada la libertad de conciencia, individual, en
dos aspectos. Primero, en cuanto que nadie puede ser constrenido a con-
currir, de cualquier forma que sea, a los actos y a las ceremonias de un culto.
Segundo, en cuanto que tampoco puede ser constrefiido a guardar los dias
de reposo religioso (Const. art. 20). En consecuencia, toda persona que aten-
tare contra dicho precepto constitucional estd sometido a la pena de prisién
de ocho dias a dos meses y de una multa de veintiséis a doscientos francos
(Cédigo Penal, art. 142).

Dada la amplitud con que esta concebida la libertad de conciencia, plan-
tea claramente dos problemas, que parecen estar en contradiccién con la li-
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bertad proclamada. El primero se refiere a la prestacién obligatoria del jura-
mento en determinados casos; el segundo se refiere a la guarda de los dias
festivos.

2.2. La cuestié ndel juramento religioso.

Nada menos que en cuatro casos se prescribe un juramento en la Consti-
tucién. Lo han de prestar el Gran Duque, cuando toma las riendas del go-
bierno (art. 5); el Regente, cuando entra en funciones (art. 8); los Diputados
de la Cdmara, en la toma de posesién de su mandato (art. 57); y los fun-
cionarios publicos, antes de entrar en funciones (art. 110).

Mids aidn, la misma férmula del juramento viene determinada en la Consti-
tucién, conteniendo una expresa invocacién de la Divinidad bajo la cldusula
final: “Ainsi Dieu me soit en aide”.

(Cémo se compaginan ambas prescripciones constitucionales, la una que
proclama la libertad de conciencia, y la otra que impone el juramento? Dos
soluciones opuestas se han propuesto por los autores.

Dado el cardcter genérico de la invocacién a la Divinidad —primera solu-
cién— se puede llegar a afirmar que el juramento ha perdido hoy su caricter
sagrado para no ser mds que un juramento “exclusivamente civil”, De ser
asf, desaparecerfa de raiz aun la apariencia de inconstitucionalidad, al ser
exclusivamente un acto civil solemne. Tal ha sido la doctrina sostenida por
autores, como Duchaine ®.

Carece, sin embargo, de fundamento, una vez que el Congreso Nacional
y la Asamblea Constituyente de 1848 han querido mantener el cardcter reli-
gioso del juramento.

Al conservar dicho sentido religioso —segunda solucién— ;cémo con-
ciliar la obligatoriedad del juramento con la libertad religiosa? No se im-
pone —nétese bien— un juramento “confesional”. Se da una remisién ge-
nérica la Divinidad. No se contiene la exigencia de un rito concreto cultual.
Es una férmula tan amplia que puede comprender las diversas creencias de
los obligados a prestar el juramento *.

Segiin la ley del 17 de noviembre de 1860, relativa al juramento judicial,
todo juramento en justicia y cualquier otro se presta sin mds férmula que la
de pronunciar en alta zov teniendo la mano derecha descubierta, las palabras
“Yo juro”, o “Yo juro, asi Dios me ayude” ™.

Precisamente para compaginar la libertad de conciencia con la obliga-
toriedad del juramento en los casos prescritos, ésta viene delimitada doble-
mente por la propia Constitucién. En primer lugar, ningtin juramento puede
ser impuesto, si no es en virtud de una ley (art. 110). Con ello se trata de
cortar de raiz toda posibilidad de imposicién arbitraria de juramentos. Por

15 Note sur le serment: Revue trimestrelle, t. III, p. 240, citado por MaJERUS, N.:
La situation légale, p. 70.

16 MAaJeruUS, N.: La situation légale, p. 70.

17 MajeruS, P.: L’Etat luxembourgeois, p. 70.
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la fijacién, en segundo lugar, de la férmula en la Constitucién se ha supri-
mido el caricter de acto confesional, que en otros tiempos tuvo el juramento.

Con todo, al afirmarse el cardcter religioso del juramento, aun con la
méxima generalidad de invocacién a la divinidad, plantea el problema de la
imposicién del mismo ateo. Su exigencia parece anticonstitucional (art. 20),
ya que la libertad religiosa se entiende constitucionalmente no solo en el
sentido de profesar cualquier religidén, sino también en el sentido de no
profesar ninguna. Asi lo han sostenido autores como Laurent®. En contra
se pronuncia el profesor N. Majerus . Se apoya en la imposibilidad en que
se encuentran las leyes de distinguir entre los ateos y los creyentes, so pena
de acudir a la declaracién de ateismo y a su consecuente verificacién. Ade-
mas, seglin dicho autor, el juramento no lesiona el culto ni la religién del
ateo, puesto que no la tiene. Aduce una sentencia del Tribunal de Casacién
de Bruxelas del 28 de mayo de 1867.

Hoy sin embargo, en las modernas constituciones no se exige el juramento
con invocacién expresa a la divinidad aun bajo su forma genérica, pudiéndose
substituir por un compromiso exclusivamente civil. Tal es el sentido aun del
Derecho internacional .

2.3. La cuestion del descanso dominical.

El segundo problema que plantea el derecho fundamental de libertad reli-
giosa, tal como estd proclamado en la Constitucién luxemburguesa (art. 20),
es el referente a la constitucionalidad o no de la obligatoriedad del descanso
dominical.

A la prohibicién constitucional de que nadie puede ser obligado a obser-
var los dias de descanso (art. 20), se afiaden las sanciones del Cédigo Penal
(art. 142) contra “toda persona que por violencia o amenazas, hubiera obli-
gado... a celebrar ciertas fiestas religiosas, a guardar ciertos dias de descanso,
y, en consecuencia, de abrir o de cerrar sus tiendas, comercios o negocios, y
de hacer o suprimir determinados trabajos”.

Ahora bien, “por la ley del 21 de agosto de 1913 se prohibe a los patronos
el que los domingos de media a media noche puedan ser empleados personas
distintas de los miembros de la familia, del jefe de empresa o del titular del
oficio, que habita con él, en las empresas industriales y comerciales, aunque
tengan un cardcter de beneficencia o ensefianza privada, en las empresas de
artesanos y en los oficios manuales” *.

(Puede considerarse contraria a la libertad de conciencia la imposicién
del descanso dominical? De ninguna manera, hoy dia, el descanso semanal
fijado para los domingos, no lleva consigo, aunque lo tuviera en sus origenes,

B Citado por Majerus, N.: La situation légale, p. 71,
¥ [ ¢, pp. 71-73. .
Proyecto de Convenio internacional de libertad religiosa, art. 3, n. 2.
1 Majerus, N.: La situation légale, p. 74; MAJERUS, P.: L’Etat luxembourgeois,
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un sentido religioso. Actualmente forma parte de la legislacién social. Me-
diante la ley citada se impide que los patronos hagan trabajar a sus obreros
los domingos. A éstos, en cambio, no les estd prohibido trabajar por cuenta
propia %,

Tampoco puede considerarse anticonstitucional la disposicién de la ley
del 27 de julio de 1912, en cuya virtud “estd prohibido tener juegos publicos
y celebrar cualquier reunién clamorosa en las cercanias de los edificios,
consagrados al culto, durante el tiempo del servicio divino; asimismo en las
cercanias de los edificios, que sirven a la ensefianza en comin durante el
tiempo lectivo, bajo la pena de una multa de tres a quince francos a cargo
de cada contraventor” ®. La razén estd en que se trata de una exigencia del
derecho de los demads ciudadanos al cumplimiento de los propios deberes
fundamentales, religiosos y educativos. La prohibicién no es, por lo demis,
total, sino restringida a un determinado horario.

3. SEGUNDO PRINCIPIO, EL DE LA LIBERTAD E INDEPENDENCIA RELATIVA DE LOS
CULTOS

La libertad religiosa no es plena, si no es garantizada en su manifestacién
social. Asi lo reconoce la Constitucién luxemburguesa. Por ello se declara
“la libertad de los cultos, como la de su ejercicio publico” (art. 19). (En qué
sentido y con qué amplitud? El sentido estd determinado, como en el caso
de la Constitucién belga con relacién a un régimen superado. Este era, para
la Iglesia, el de unién y dependencia con relacién al Estado, tal como venia
fijado por el Concordato napoleénico de 1801 y por los articulos orgdnicos.
En su consecuencia, la actividad gubernativa de la Iglesia estaba sometida al
“Placet” regio; la funcién judicial, al recurso de fuerza; la provisién de los
oficios sagrados, al privilegio de presentacién por parte de la autoridad civil.

Al afirmarse ahora la libertad de los cultos, (se pretende una indepen-
dencia plena de las Iglesia con relacién al Estado en abierta oposicién al
régimen anterior de unién y de dependencia, como en el caso de Bélgica?
El problema surge de la disposicién constitucional (art. 119) de que “en
espera de la confusién de los convenios previstos en el art. 22, las disposi-
ciones actuales relativas a los cultos contintian en vigor” *.

3.1. El ejercicio de la funcion administrativa y legislativa de las Iglesias.

A la autonomia de los cultos se oponia sobre todo la institucién del
“Placet” regio. ¢ Sigue todavia vigente en el derecho luxemburgués? La cues-
tién es mds tedrica que practica.

Desde el punto de vista puramente tedrico del derecho, en 1909 escribia
el estadista y profesor de derecho Eyschen: “Si la prescripcién del “Placet”,

2 Majerus, N.: La situation légale, p. 75.
B Ibid.
% Majerus, N.: La situation légale, p. 56.
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recogida en el Concordato napolebnico, estd todavia en vigor, es una cues-
tién debatida” *.

Sin embargo, se puede afirmar con N. Majerus* que la institucién del
“Placet”, aun cuando nunca haya sido formalmente abrogada, si lo ha sido
virtualmente y de forma radical por las disposiciones tanto de la Constitucién
como de las leyes generales de la nacién. En la Constitucién (art. 19) no se
establece otro limite para la libertad de cultos que la comisién de un delito
y su consiguiente ptblica represién penal. Expresamente queda excluida la
censura previa del derecho a manifestar las propias opiniones en todas las
materias, de palabra y por escrito (art. 24)¥. Y en cuanto a la comunicacién
epistolar, se establece el derecho a la inviolabilidad y secreto de la corres-
pondencia (Const. art. 28 %,

De hecho, “después de 1830 el “Placet” nunca ha sido aplicado en nuestro
pais ni nadie suefia en aplicarlo” ®. Ademds, del actual Cédigo Penal de
1879 han sido suprimidos los antiguos articulos (207 y 208) que prohibian la
libre comunicacién con Roma a los ministros de culto ®.

La autonomia y libertad de los cultos, y de la Iglesia catélica en particu-
lar, en la funcién administrativa y legislativa es hoy un principio general
indiscutido.

3.2. El ejercicio de la funcion judicial de las Iglesias.

Para que la autonomia y la libertad de las comunidades religiosas sea
plena, ha de comprender toda su actividad, al menos, la interna. Hemos visto
el alcance de la libertad garantizada a las Iglesias en la funcién gubernativa;
pasamos a examinar el alcance de la libertad en la funcién judicial. Segin
Eyschen *, “todavia no estd decidido, si continda en vigor el “appel comme
d’abus” en Luxemburgo”.

La cuestién depende de la vigencia de los articulos orgénicos. En éstos
(art. 6) se establece el recurso ante el Consejo de Estado en los casos de
abuso, por parte de las autoridades eclesidsticas. Los casos de abuso se de-
terminan taxativamente con minuciosidad: “la usurpacién o el exceso de
poder, la contravencién de las leyes de los reglamentos de la Repiblica, la
infraccién de las reglas consagradas por los cdnones recibidos en Francia,

% Das Staatsrecht des Grossherzogtums Luxemburg, p. 190. Los partidarios de
su vigencia se apoyaban en que nunca habfa sido expresamente abrogada, y en que
la Comisién Constitucional de 1848 consideraba vigente la prescripcién del Placet en
vigor por no haber sido aceptada la propuesta de su abrogacién.

% La situation légale, pp. 191-195. especialmente p. 195; y pp. 52-57, especial-
mente, p. 52.

% Cf. Majerus, P.: L’Etat luxembourgeois, p. 65, comentando la libertad de
prensa en contraposicién al régimen antiguo del privilegio regio.

B (Cf. Cédigo Penal, arts. 460 y 149 que castigan respectivamente la violacién
del secreto epistolar, sea de parte de los particulares como de los funcionarios:
MajERus, P.: o. c., pp. 67-68.

® MaJEruUS, N.: La situation légale, p. 195.

% Ibid.

3% Das Staatsrecht, p. 191,
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el atentado a las libertades, franquicias y costumbres de la Iglesia galicana,
y toda empresa o proceder que, en el ejercicio del culto, pueda comprometer
el honor de los ciudadanos, turbar arbitrariamente su conciencia, degenerar
en opresién contra ellos, o injuria, o en escdndalo piblico” ®,

La vigencia de los articulos organicos y del recurso de fuerza ha sido
sostenido por algunos liberales. Se basan en la ordenanza del 28 de junio
de 1857 y en la ley del 16 de enero de 1866. Ahora bien, esta tltima (art. 37)
establece que tendrd lugar el recurso ante el Consejo de Estado en todos
aquellos casos en que las leyes y decretos del Reino de los Paises Bajos lo
admitian ante el Rey en Consejo de Estado. Entre ellos se contaba el recurso
de fuerza.

Posteriormente, por lo demds, no han sido abrogados los articulos orgi-
nicos %,

Sin embargo, no puede afirmarse hoy el mantenimiento en derecho del
recurso de fuerza®*. En primer lugar, porque el principio de la libertad de
cultos, tal como fue establecido en la Constitucién, supone la desaparicién
del régimen anterior de una Iglesia oficial. Por ello, ni la legislacién canénica
forma parte de la legislacién estatal, ni el Estado obliga al cumplimiento de
las leyes de la Iglesia. Mientras las disposiciones de las autoridades eclesiés-
ticas no revistan caracter delictuoso, el Estado, segiin la Constitucién, no
podrd de ninguna manera intervenir.

El mismo Consejo de Estado por decisién del 7 de febrero de 1878 % se
declara incompetente ante un caso de recurso de fuerza, por considerar “que
el conocimiento de los “appel comme d’abus”, atribuidos al Consejo de Es-
tado de Francia por los articulos 6, 7 y 8 de la ley del 18 germinal del afio X,
no entra en las atribuciones del Consejo de Estado del Gran Ducado de
Luxemburgo”. La decisién ha pasado a constituir “estado de jurisprudencia
adquirida, de forma que ni el gobierno ni los particulares podrdn recurrir
contra las decisiones de los ministros de culto, si no es en los casos que
caen bajo las leyes penales” *.

3.3. La libertad de organizacion personal y territorial de los cultos.

La libertad de cultos, constitucionalmente declarada, deberia llevar la
total independencia de los cultos en toda su esfera. La tienen de hecho,
también, parece cierto, de derecho, en la funcién normativa y judicial. ;(La
tienen también en la funcién organizativa? Punto esencial de toda autono-
mia es gozar de independencia en la designacién de sus jefes, en nuestro
caso, de los ministros sagrados, y en la forma de circunscribir sus cuadros
organizativos. Las Iglesias, sin embargo, reciben una intervencién por parte

3 RuUPPERT, P.: Code politique et administratif, pp. 550-552; GIACOMETTI, Z.:
Quellen zur Geschichte der Trennung von Staat und Kirche, n. 15, p. 34.

8 MajJEruUS, N.: La situation légale, pp. 186-189.

3  MajErUS, N.: o. c., pp. 189-192,

% Véase el texto, c1tado por MajJerus, N.: La sztuatton légale, pp. 190-191,

%  MAaJERUS, N.: o. ¢, p. 191,
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del Estado luxemburgués. No es cierto en el sentido de que sea él quien
con sus leyes marque la organizacién interna, ni se atribuya el derecho a
intervenir. Lo es en el sentido de que, a virtud del principio de la proteccién
de los cultos, se condiciona ésta a una cierta participacién del Estado en la
organizacién de los cultos. En qué sentido la libertad de los cultos se halla
limitada por la intervencién del Estado y hasta dénde alcanza, lo veremos
al examinar el segundo principio constitucional luxemburgués.

3.4.1. El matrimonio civil.

A continuacién de afirmarse la libertad de los cultos (Const. art. 20), se
impone rigurosamente la obligacién del matrimonio civil. “El matrimonio
civil deberd preceder siempre a la bendicién nupcial” (art. 21). La disposi-
cién constitucional no es nueva. Es la misma de la precedente Constitucién
de 1848. Su origen dltimo lo trae de la legislacién francesa anterior ¥. La
transgresion de dicho precepto esta penada con una multa correccional contra
cualquier ministro de culto que procediera a la bendicién nupcial antes de
la conclusién del matrimonio civil®. La prohibicién es tan absoluta que ni
siquiera se tiene en cuenta el correctivo de la legislacién belga y “salvo las
excepciones que se establezcan por la ley”. En virtud de esta cldusula, el
legislador belga ha establecido en su Cédigo Penal® que “esta disposicién
no sera aplicable, cuando una de las personas que han recibido la bendicién
nupcial estaba en peligro de muerte...”. La excepcién para el matrimonio
“in extremis” fue expresamente rechazada como consta por las actas de la
Comisién Constitucional de 1848 “.

La obligatoriedad del matrimonio civil, tal como esta fijada en la Consti-
tucién luxemburguesa, constituye una clara limitacién del principio asen-
tado de libertad de los cultos, pues desconoce, o mejor, posterga el matri-
monio religioso. Constituye, ademds, una lesién de la libertad de conciencia
del sibdito luxemburgués, que se hace particularmente acuciante en los mo-
mentos urgentes en que se desea arreglar la propia situacién personal reli-
giosa ante Dios*.

3.4.2. El derecho de asociacion religiosa.

El derecho de asociacién religiosa viene enunciado dentro del derecho
general de asociacién en un mismo articulo de la Constitucién (art. 26). El
alcance, sin embargo, no es igual. El derecho general de asociacién con una
amplitud tal que “no puede ser sometido a ninguna autorizacién previa”.

% Constitucién del 3-14 septiembre, tit. 2, art. 7; y de la ley del 20 de septiembre
de 1792: Majerus, N.: La situation légale, p. 133.

8 Cédigo Penal, art. 267. Cf. Cédigo Civil, art. 64: Majerus, P.: L'Etat luxem-
bourgeois, p. 71.

% Art. 267, reformado por la ley del 2 de agosto de 1909.

¥ EYSCHEN, P.: Staatsrecht, p. 189.

# Cf, MaJERUS, N.: La situation légale, p. 189.
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El derecho de asociacidn religiosa, en cambio, estd sometido a la maxima
restriccidn, la de la autorizacién por una ley. “El establecimiento de toda
corporacién —se dice en el art. 26— religiosa debe ser autorizada por una
ley”.

Ante la clara antinomia entre el derecho general de asociacién y el dere-
cho de asociacidén religiosa dentro del mismo derecho fundamental asocia-
tivo, surge un problema de interpretacién: si la autorizacién legal se requiere
para toda clase de asociaciones religiosas o s6lo para una determinada clase
de asociaciones religiosas, las (corporaciones religiosas? Aun cuando la li-
bertad de asociacién abarque toda clase de asociaciones, incluso a los
sindicatos, como expresamente se establecié en la Constitucién de 1945
(art. 11, pdrrafo 5), sin embargo, no todas alcanzan el mismo grado de reco-
nocimiento a efectos civiles ante el Estado. Sélo determinadas asociaciones,
si cumplen ciertas condiciones legales, pueden gozar de los derechos de la
personalidad civil. Tal es el caso de las sociedades comerciales y de las aso-
ciaciones sin fin lucrativo ®. El reconocimiento de la personalidad civil a una
asociacién, en nuestro caso a una asociacién religiosa, llevaria consigo “la
atribucién de determinadas capacidades civiles, normalmente reservadas a
los individuos, p. e. de poseer, adquirir, transmitir, recibir liberalidades por
donaciones o legados, de estar en juicio” %,

Esto .upuesto, la previa autorizacién legal, ;se requiere para todas las
asociaciones religiosas, o s6lo para aquellas que pretendan adquirir la per-
sonalidad civil con sus derechos dimanantes, e. d. para las corporaciones
religiosas en su sentido restringido? La mayor o menor restriccién del dere-
cho asociativo religioso depende, por tanto, de la interpretacién que se dé
al término ‘“corporacién”. La cuestién interpretativa no ha sido todavia defi-
nitivamente resuelta; dos teorias se contraponen antagénicamente, aduciendo
en su favor el espiritu y texto de la Constitucién, los trabajos preparatorios
y la ulterior jurisprudencia administrativa *.

La disposicién constitucional actual no es nueva. Estd tomada de 1848,
su redaccién se mantuvo inalterada en las sucesivas Constituciones de 1856
y 1868.

La comision constitucional de los Quince explicaba asi el sentido de la
restriccién de la libertad para las congregaciones religiosas: “El art. 31 (27)
de la Constitucién de 1848, admitiendo la libertad de asociacién general,
pone limites a dicha libertad para las asociaciones religiosas. Pertenece al
poder legislativo examinar si el establecimiento de las corporaciones religio-
sas es conciliable con el interés rectamente entendido del pais y el principio
de libertad religiosa, que debe ser respetado conforme a la Constitucién. Una
ley debe decidir, bien en general bien en cada caso particular. Esta ley pres-

2 Ley del 15 de agosto de 1915 y Ley del 21 de abril de 1928, citadas por
Majerus, P.: L’Etat luxembourgeois, p. 75,

8 MAJERUS, P.: 0. ¢, p. 75.

#  EYSCHEN, P.: Das Staatsrecht, p. 191; 191-195,
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cribird las condiciones especiales que el caso hard necesarias”. Y posterior-
mente: “La seccién central, hablando de corporacién religiosa, no pretende
impedir el establecimiento de hermandades u otras asociaciones laicas con
fin religioso” *.

A pesar de la discutida interpretacién del texto constitucional, la que de
hecho ha prevalecido, ha sido la interpretacién, dada por el entonces Pro-
curador General en su rapport de 1849: “La corporacién es una asociacidn
que tiene las prerrogativas de una persona civil. Toda asociacién que es per-
sona civil, se llama corporacién, sea religiosa o civil; y si es religiosa, lo
mismo da que sea hermandad o congregacién. Ahora bien, la Constitucion
habla de corporacién y no de congregacién. Por tanto, la Constitucién no ha
querido prohibir el establecimiento de las congregaciones; si no, hubiera
dicho “congregacién”. Pero ha querido la intervencién del legislador para
el establecimiento de una corporacién, es decir, para el otorgamiento de la
personalidad civil a las asociaciones religiosas, hermandades o congrega-
ciones” *.

La realidad confirma dicha interpretacién. Ya en 1851 se habian estable-
cido los PP. Redentoristas sin pedir la previa autorizacién, y posteriormente
han abierto sus conventos numerosas Ordenes religiosas. Otras congrega-
ciones religiosas pidieron la personalidad civil y la obtuvieron, ‘como la Con-
gregacién de Nuestra Sefiora, la asociacién de las Hermanas de la Caridad
de San Francisco de Asis... ¥,

Dada la concepcién de la Constitucién luxemburguesa de garantizar los
derechos de los ciudadanos y la libertad de cultos, ha de entenderse ésta
ampliamente, y la excepcién, seglin las normas generales de interpretacion
y restringidamente. Con mds razén, hoy dia en que se intenta una proteccién
de los derechos del hombre no sélo a escala nacional, sino también a escala
internacional. Derecho internacional, tanto europec como universal que tiene
aceptado el Gran Ducado. Con todo, en puro derecho, la cuestién no estd
totalmente zanjada: “Pero aun aceptando —podemos concluir con N. Ma-
jerus *— que la cuestién sigue controvertida, se debe decidir por la libertad
segun el principio juridico: In dubio standum est pro libertate”.

Tal es la problemdtica que plantea la intervencién del articulo 26 de la
Constitucién luxemburguesa. Pero hoy no pasa de ser un problema académi-
co. La realidad hoy es que las corporaciones religiosas se establecen con
plena seguridad juridica en el pais y en él ejercen con entera libertad sus
peculiares ministerios a partir sobre todo de las leyes de 1915 y de 1928.
En efecto, las asociaciones religiosas para obtener la plena garantia de sus
derechos colectivos y aun de la personalidad civil se han ido acogiendo

#  MAJERUS, N.: La situation légale, p. 91.

%  Pasinomie luxembourgeoise, 1870-1873, p. 540, citado por MajErus, N.: o. c,
p. 101.

¢ MaJERUS, N.: La situation légale, pp. 92-94, quien trata ampliamente el tema,
pp. 88-106.

8 La situation légale, p. 106.
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cudndo a la ley de Sociedades Anénimas y cudndo, sobre todo, a la ley de
Asociaciones sin fin lucrativo. Con ello, a la inseguridad juridica se ha se-

guido la libertad préctica, como acertadamente anota el profesor de Derecho
canénico Paul Weber *.

3.4.3. EIl derecho de reunion con cardcter religioso.

La libertad de reunién con caracter religioso no tiene la misma amplitud
que el derecho general de reunién, tal como vienen declarados en la Consti-
tucién luxemburguesa (art. 25). Hay que distinguir una doble categoria de
reuniones: en establecimientos (lugares) cerrados o abiertos, y al aire libre.
Para reunirse en aquéllos, no se requiere previa autorizacién, pero “han de
conformarse a las leyes que regulan el ejercicio de dicho derecho” (art. 25
parrafo 1). Para las reuniones al aire libre se requiere la previa autorizacién,
y el sometimiento a las leyes y reglamentos de policfa (art. 25 parrafo 2).
A ambas condiciones estdn sometidas las reuniones de cardcter religioso,
como expresamente se declara en la disposicién constitucional citada ®. Las
procesiones, por tanto, como los enterramientos y la administracién en pu-
blico de los sacramentos quedardn sujetos a la previa autorizacién y a las
disposiciones de policia.

De ahi resulta “de la misma disposicién constitucional que los alcaldes
podrian prohibir, llegado el caso, las manifestaciones religiosas al aire lebre,
si estas manifestaciones fueran susceptibles de causar dafio a la paz piblica,
por ejemplo, en razén de las circunstancias politicas. El texto de la Consti-
tucién luxemburguesa es tajante bajo este aspecto, y no se presta a equivoco.
En Bélgica, por el contrario... si la necesidad de una previa autorizacién
para las procesiones al aire libre es compatible con la libertad de cultos” *.

3.44. El derecho a la sepultura religiosa.

Uno de los derechos, que afectan tanto a la libertad religiosa tanto indi-
vidual como comunitaria, es el derecho a la sepultura religiosa. A la libertad
individual, por constituir, como el matrimonio, uno de los actos fundamen-
tales del propio existir. A la libertad comunitaria de los cultos, por consti-
tuir la sepultura una ceremonia religiosa. Pero a su vez el derecho a la sepul-
tura, sin més, con ausencia de todo cardcter religioso es un derecho que
incumbe a todo hombre. ;Cémo se conjuntan el derecho individual de la
persona y el derecho de las distintas comunidades religiosas? (Cuales son
los principios que informan la legislacién luxemburguesa?

El derecho general a la propia sepultura queda garantizado a toda persona,
independientemente de su credo religioso. Tal es el principio primero general.

8  La condition juridique des Congregations religieuses au Grand-Duché de Luxem-

bourg depuis la révolution francaise (Dissertatio ad Lauream in Facultate Iuris Cano-
nici p. Universitatis Gregorianae) Romae 1954, especialmente pp. 145-146.

% Cf. MAJERUS, P.: L’Etat luxembourgeois, p. 73.

51 MAJERUS, P.: o. ¢, pp. 70-71.
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(Queda igualmente garantizado el derecho a la sepultura religiosa por
parte de los diversos cultos, de forma que pueda constituir como un segundo
principio? Una respuesta definitiva no cabe desde el punto de vista juridico.
El motivo es que es una cuestién debatida hasta qué punto la legislacién del
Concordato napoledénico y los articulos orgdnicos con los correspondientes
decretos siguen en vigor %,

Sin embargo, queda asegurado el caracter confesional de los cementerios,
pues “cada culto deberd tener un lugar de inhumacién en los municipios
donde halla diversidad de cultos” *.

Mis atin, las ceremonias religiosas en los enterramientos, lejos de supri-
mirse, se restablecen segin el uso y las costumbres precedentes de cada
nunto *. ‘

También se conserva la propiedad de los cementerios en manos de las
Iglesias. No se da una nacionalizacién de todos los cementerios. Unos son
Jde propiedad de los municipios, otros de los particulares *.

El derecho a la sepultura religiosa queda hoy garantizado a los diversos
cultos, no sélo al catélico. La cuestién se plantea en el caso de municipios
donde hay diversidad de cultos. Para su resolucién se dispone que cada culto
tenga su propio cementerio o, al menos, un lugar separado para los enterra-
mientos de quienes profesan un culto diferente 0 no tienen ninguno *. Con
ello se resuelve la cuestién asi llamada de la ‘“separacién de cementerios”.
El problema ahora no esti en la multiplicidad y existencia de cementerios
separados confesionales. El problema consiste actualmente en determinar
cudndo se da una comunidad tal que tenga derecho a exigir un cementerio
de la propia confesién.

Segin la interpretacién del Consejo de Estado®. Para el caso de que a
un cristiano le sea denegada la sepultura cristiana, serd deber del alcalde el
procurar su enterramiento civil . Como segundo principio podria estable-
cerse el derecho de los cultos a la sepultura religiosa y cementerios profe-
sionales.

52 EYSCHEN, P.: Das Staatsrecht, p. 195.

8% Art. 15 del Decreto del 23 prairal del afio XII (=12 de junio de 1804). El texto
véase en RUPPERT, P.: Code politique et administratif, pp. 599-602, citado por Ma-
JErUS, N.: La situation légale, p. 145, cuya exposicién seguimos. Por dicho decreto.
posterior ya al concordato, se declaraba, de una parte, la libertad de cultos y, de otra,
se reorganizaba la sepultura que la revolucién habfa secularizado: cf. a. c., pp. 141-
161, especialmente pp. 142-148, donde se aducen otras leyes posteriores, que hay que
conjugar con dichos decretos.

5 Art. 18 del Decreto del 23 prairal del afo XII: RupperT, P.: 0. c., p. 601.

55 EYSCHEN, P.: Staatsrecht, p. 196, quien afiade que las fdbricas de Iglesia han
reclamado la propiedad de los antiguos cementerios catélicos; y los municipios tam-
bién, la misma, aduciendo los articulos 1, 2, 7, 9, 11, 14, 16 del Decreto del afio XII.

%  Art. 15 del Decreto del afio XII

57 Dictamen del 22 de abril de 1887: Pasinomie luxembourgeoise, XII, 1886-1890,
p. 267; en el mismo sentido se pronuncia el Tribunal de Casacién en arrété del 29 de
noviembre de 1912, citados por Majerus, N.: La situation légale, pp. 149-151. Este
autor sostiene que dicho articulo 15 debe ser entendido en un sentido mds amplio
que comprenda aun el caso que un culto no existe bajo la forma de comunidad, p. 152.

%  MaJERUS, N.: o. c., p. 148, cf. p. 150.
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Para la armonizacién de los dos principios anteriores se establece uno
tercero, la divisién de competencias entre los municipios y las autoridades
eclesidsticas. “A la autoridad, policia y vigilancia de las administraciones
municipales estdn sometidos los lugares de sepultura, pertenezcan a los mu-
nicipios o a los particulares” ®. En su consecuencia los ministros de culto no
podran proceder al enterramiento sin la previa autorizacién dada por el en-
cargado del registro civil ®.

De competencia de la autoridad eclesidstica son la celebracién de las
ceremonias eclesidsticas. Al Consejo Municipal corresponderd el permitirlas
y protegerlas *.

Tal es la regulacién del derecho de libertad religiosa en su vertiente de
la sepultura religiosa, juridicamente no clara y necesitada de una mejor
formulacién y consiguiente garantia, por lo que se refiere a los cultos disi-
dentes y particulares, a quienes se les niega una sepultura religiosa por parte
de las competentes autoridades eclesidsticas, asi como por lo que se refiere
al cardcter confesional y propiedad de los cementerios.

4, TERCER PRINCIPIO, EL DE PROTECCION DE LOS CULTOS

La libertad religiosa y la libertad e independencia de los cultos no es,
segin la concepcién constitucional de Luxemburgo, una separacién completa
de las Iglesias y del Estado, ni tampoco significa una ruptura completa con
el sistema del antiguo régimen. De éste conserva mitigado, es verdad, el
principio de proteccién de los cultos, inserto ahora en el nuevo sistema po-
litico religioso de libertad e igualdad de cultos .

(En qué sentido y hasta dénde se extiende dicha tutela? ;Cémo se con-
juga con la independencia de los cultos? ¢(No supondrd un recorte a la
libertad de éstos? Toda proteccién implica una mutua relacién entre pro-
tector y protegido, ;en qué situacién juridica se encuentran los cultos pro-
tegidos y el Estado que los protege? De ah{ una doble consideracién. Desde
un punto de vista positivo para las Iglesias, ;qué les aporta la proteccién
estatal? Desde un punto de vista negativo para las mismas, ¢les acarrea
una dependencia del Estado? ¢Lleva consigo una intervencién del Estado
en la esfera eclesial?

El alcance de las consecuencias positivas de la proteccién del Estado se
mide primordialmente por relacién a tres puntos vitales: la personalidad
juridica de los cultos, su patrimonio (en nuestro caso, la dotacién), y la si-
tuacién juridica de los ministros de culto (;estatuto especial?). El alcance
de las posibles consecuencias negativas de la proteccién del Estado depende

% Art. 15 del Decreto del afio XII. )

8 Pecreto del 4 de thermidor del afio XIII, en ejecucién del art. 77 del Cédigo
Civil.

6 Arts. 18 y 19 del Decreto del afio XII.
2 MaJErUS, N.: La situation légale, p. 59.
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de la extensién e intensidad de la intervencién estatal en la organizacién
general y personal de los cultos.

4.1. La personalidad juridica y autonomia de los cultos.

La personalidad juridica civil en el derecho luxemburgués para las cor-
poraciones religiosas queda fuertemente restringida, lo hemos visto mds arri-
ba, al estar sometida a la autorizacién por medio de una ley. Esto supuesto,
(tienen los cultos en cuanto tales, personalidad civil? ;En qué medida?

Los cultos, que de hecho tiene presente la Constitucién luxembur-
guesa en orden a su dotacién por el Estado, son el protestante, el judio y
el catélico, por venir reconocidos a partir de Napoleén.

De los cultos protestantes® s6lo vienen en consideracién la Iglesia Refor-
mada (calvinista) y la Confesién de Augsburgo, por ser los afectados y des-
pués especialmente reconcidos por la legislacién francesa de los articulos
orgdnicos, que por aquel entonces eran aplicados a Luxemburgo, como De-
partamento francés, y que hoy no han sido formalmente derogados. La comu-
nidad protestante tiene personalidad civil. De ella, empero, carecen las Igle-
sias filiales®. El reconocimiento de la personalidad suele llevar consigo el
reconocimiento de la autonomia de las Iglesias en su organizacién y en su
funcionamiento interno, como ocurre en el derecho constitucional alemdn
y belga. ;Sucede asi en el derecho luxemburgués?

La constitucién juridica de los cultos protestantes viene determinada y
circunscrita por la legislacién estatal. Esta es fundamentalmente la de los
articulos organicos, en cuanto no derogados por las leyes posteriores®. En
conformidad expresa con aquéllos se rigen actualmente los cultos protes-
tantes en su propios Estatutos®. Es la legislacién estatal la que marca los
pilares de la organizacién de la Iglesia Reformada y de la Confesién de
Augsburgo. Una vez legalmente constituidas y reconocida su personalidad
civil, tienen el derecho a la dotacién estatal de sus ministros de culto, a la

8 Los miembros de la comunidad protestante de ambas confesiones son muy

poco numerosos y de procedencia extranjera. Datan principalmente de los tiempos
del establecimiento de la guarnicién prusiana en la Villa: Bilan du Monde, 11, Tour-
nai 1964, p. 574. Véase infra p. 29: “La Communauté protestante du Grand-Duché
comprend toutes les personnes des confesions d’Augsbourg et Reformée, qui se sont
fait inscrire dans le registre de I'église du Luxembourg”: Grand-Duché de Luxem-
bourg, Annuaire officiel d’administration et de legislation 1967 (38.* edition), Minis-
tére d’Etat, Luxembourg 1967.

8 EYSCHEN, P.: Das Staatsrecht, p. 206.

8 Del 18 germinal del afio X (8 de abril de 1802) sobre la organizacién del culto:
el texto puede verse en RUPPERT, P.: Code politique et administratif, pp. 559-560, y
en GIACOMETTI, Z.: Die Quellen, n. 15, pp. 33-39; EYSCHEN, P.: Das Staatsrecht,
p. 205.

% Arrété del 16 de abril de 1894 relativo a la aprobacién de los estatutos de la
comunidad protestante de Luxemburgo: RUPPERT, P.: Code politique et administratif,
pp. 566-568, especialmente p. 567: “Statut der protestantischen Kirchengemeinde in
Luxemburg”, art. 1. Aun cuando en los articulos orgdnicos se prevé distinta organi-
zacién para las dos confesiones, sin embargo en el decreto positivo luxemburgués, se
ha prescindido de tal diferencia: EYScHEN, P.: Das Staatsrecht, p. 205 con nota 5.
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sepultura religiosa en los cementerios propiedad de los municipios dentro de
los limites marcados por la ley, y a la proteccién penal de sus edificios,
objetos sagrados y ministros sagrados (Cédigo Penal, arts. 142-147).

Esa misma personalidad civil viene reconocida a la Comunidad israelita.
Su constitucion estd configurada juridicamente, al igual que las Iglesias pro-
testantes, por la legislacién estatal. Esta es la del decreto imperial del 17 de
marzo de 1808. Conforme a él, la Comunidad israelita estd formada por una
Sinagoga consistorial y por Sinagogas locales %.

En consecuencia al reconocimiento de su personalidad civil, la comunidad
judia tiene el derecho a exigir la dotacién estatal para sus ministros de culto.
Carece, sin embargo, del derecho a reclamar, por via administrativa, im-
puestos, aunque por via judicial, parece puede reclamar el pago de parecidas
contribuciones de los pertenecientes a la propia confesién ®.

El principal de los tres cultos, especialmente reconocidos en Luxemburgo
por razén de la dotacidn estatal, fijada constitucionalmente, es el culto ca-
tolico. Era y sigue siendo el de la mayoria, por no decir de la totalidad
moral, de la poblacién luxemburguesa. Desde este punto de vista sociolégico
y féctico, aun establecida la libertad de cultos por la legislacién francesa,
entonces vigente en Luxemburgo como Departamento francés de las Foréts,
la religién catélica venia reconocida como la de la mayoria de la nacién con-
forme al texto del Concordato napolednico (art. 1). Su ejercicio, empero,
venia regulado al tiempo que estrechamente recortado por los articulos orgd-
nicos. Hoy la Iglesia catélica ya no tiene ese reconocimiento confesional. Sélo
es considerada paritariamente, desde el punto de vista juridico, como los
otros dos cultos dotados por el Estado.

Hoy la Iglesia catdlica en Luxemburgo forma una tnica comunidad dioce-
sana bajo el Obispo de la capital. A pesar de las disposiciones concordatarias
y legislacién precedentes, en parte todavia en vigor, el Obispado fue consti-
tuido unilateralmente por el Papa mediante Breve del 28 de julio de 1870 .

8 RUPPERT: Code politique et administratif, pp. 562-564; GIACOMETTI: Die
quellen, n. 18, pp. 44-47 y n, 32, pp. 71-79.

8 EySCHEN: Das Staatsrecht, p. 207. En contra de las disposiciones generales del
derecho funerario, a la comunidad israelita le fue permitido temer un cementerio de
propiedad particular para todos los judfos de la didspora luxemburguesa.

Sin embargo, el Consejo de Estado ha mantenido recientemente la doctrina de la
pertenencia en propiedad de los cementerios a los municipios. La doctrina viene dada
en los “considerandos” del arrét del 26 de septiembre de 1960, relativo al agran-
damiento del cementerio judio: “Considérant pourtant qu'a la suite de la nationa-
lisation des biens écclésiastiques en 1789, les cimetiéres sont passé dans le domaine
public des communes et sont devenus des établissements publics affectés au service
de linhumation des morts; que les communes chargées de ce service par le décret
de I'an XII, ont seuls le droit en méme temps que le devoir de créer, acquerir ou
posséder des cimetieres”; Pasicrisie, p. 543.

8 Véase el texto en GARNICH, E.: Promptuarium fiir Didezese Luxemburg, Luxem-
burg 1909, pp. 1-8. Su historia en MAJERUS, N.: L’erection de I'Evéché de Luxem-
bourg, Luxembourg 1951, pp. 169-175; DoNCKEL, E.: Wie entstand das Bistum Luxem-
burg, Luxemburg 1946, y So ward das Bistum Luxemburg, Hemecht 1970, n. 1.
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Sin embargo, no fue reconcida su existencia por el Estado sino muy
posteriormente mediante ley del 30 de abril de 1873 ™. Con ello se obtiene,
si no un acuerdo formal, si un “modus vivendi” en el que se fija la posicién
juridica de la Iglesia catdlica en Luxemburgo ™.

Pero, ;goza la comunidad catblica, como unidad en la didcesis, de la
personalidad civil reconocida como a la Sinagoga consistorial y a la comu-
nidad protestante? En contra de lo que pudiera parecer, la didcesis tnica
de Luxemburgo como tal carece de la personalidad civil, que suele tener en
otros paises, como Alemania, Italia, Espafia. Carece de ella como la jurispru-
dencia belga ha venido interpretando para las didcesis de Bélgica. El epis-
copado viene considerado simplemente como una circunscripcién adminis-
trativa por el Consejo de Estado™ Falta, por tanto, una institucién que
comprenda la dibcesis entera. S6lo a las “fabricas de Iglesia”, al seminario
Y, en su caso, a las Iglesias filiales se les reconoce la personalidad civil con

la capacidad resultante de poseer y administrar los bienes pertinentes para
sus fines ™,

El reconocimiento de la personalidad civil queda, por tanto, doblemente
restringido, en sus efectos. En extensién, el reconocimiento de la perso-
nalidad civil estd sujeta, en el campo religioso asociativo, a la autorizacién
mediante una ley, de la que es excluida la didcesis. En intensidad, la perso-
nalidad civil reconocida estd fuertemente restringida, al quedar substancial-
mente enmarcada por una legislacién que arranca de los tiempos de la domi-
nacién francesa y permanece prdcticamente inalterada hasta el presente ™.

" Antes habfa precedido en 1833 la ereccién de un Vicariato en la “sola capital
luxemburguesa” para la misma. Después en 1840 se extendié su jurisdiccién a todo
el territorio del pafs a peticién del rey: EYSCHEN: Das Staatsrecht, pp. 196-199:
Majerus, N.: La situation légale, pp. 196-207.

" EYSCHEN: Das Staatsrecht, p. 197.

™ Avis del 28 de noviembre de 1884: EYScHEN: Das Staatsrecht. p. 202, nota 2.
El mismo Avis es citado por MaJErus, N.: La situation légale, pp. 200-205, quien
intenta rebatir la argumentacién en que se apoya el Consejo de Fstado, dando in-
terpretacién distinta a los articulos orgdnicos 11 y 73, y al art. 2 del Concordato
napoleénico.

* EYSCHEN: 0. c., pp. 202-205; Majerus, N.: La situation légale, pp. 220-228,
especialmente p. 223, quien hace notar que el Seminario es considerado juridicamente
como “‘establecimiento exclusivamente religioso” y como “establecimiento de publica
utilidad”.

" EYSCHEN: Das Staatsrecht, pp. 202-203. Precisamente, por esta dependencia
de la legislacion francesa, en cuanto a la Iglesia catélica, no tienen personalidad civil.

a) el Obispado, pues fue creado en 1870 y reconocido en 1873.

b) el capitulo Catedralicio, creado simultdneamente con el Obispado.

¢) las parroquias, en cuanto tales. '

La tienen, en cambio,
a) las fdbricas de Iglesia “en virtud” del estatuto preexistente del decreto del
30 de diciembre de 1809.
b) el Seminario en virtud del Decreto del 6 de noviembre de 1813 y Decreto del
23 de septiembre de 1842.

Podria aplicarse al caso de Luxemburgo las afirmaciones antes citadas de WAGNON,
H.: La condition juridique de I’Eglise catholique en Belgique: Annales de Droit et
de Sciences Politiques, 24 (1964) 59-86, especialmente 73-77, con relacién a la situa-
cién de la Iglesia en Bélgica.
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Ella determina la forma de la administracién, el empleo de los bienes, y su
destino ™. '

Por esa perseverancia de la antigua legislacién francesa, en cuanto no
derogada por las leyes posteriores del Gran Ducado, la autonomia de la Igle-
sia catélica queda, en puro derecho, restringida, aun dentro del principio de
independencia y libertad de los cultos. De hecho, y en parte ya de derecho,
la autonomia de la Iglesia es suficientemente amplia e incluso, quizds pu-
diera afirmarse plena. La Iglesia catélica, al igual que los otros dos cultos
judio y protestante, tiene el derecho, constitucionalmente declarado, a la
dotacién estatal de sus ministros, a la proteccién de los mismos, de los edi-
ficios y objetos religiosos, a la sepultura religiosa, e incluso, en su caso, a la
prestacion financiera de los ayuntamientos ™.

La autonomia de la Iglesia catdlica estd en funcién de la intensidad de
aplicacién del segundo principio de independencia de los cultos y de la in-
tervencién del Estado, particularmente en la provisién de los oficios ecle-
sidsticos.

4.2. La dotacion estatal del clero y del culto.

Una de las pruebas de que el establecimiento de la libertad de cultos y la
separacién de “la Iglesia del Estado” no ha llevado consigo un total desen-
tenderse de los compromisos antecedentemente adquiridos con los cultos en
Luxemburgo es la regulacién de la cuestién financiera con relacién a los
mismos. Expresamente se reconoce el principio de dotacién del clero de la
misma Constitucién a partir de 1848. “La dotacién y pensiones de los mi-
nistros de culto corren a cargo del Estado (art. 106)”.

Pero, ¢se extiende sélo al culto de la mayorfa, el catdlico, o también a
los demds cultos? ;Con qué cardcter?.

Segiin la Constitucién, las prestaciones financieras del Estado alcanzan
aquellos cultos que estaban reconocidos cuando Luxemburgo se dio su pro-
pia constitucién, a saber, el culto catélico, el protestante y el judio.

No comprende, sin embargo, todos los cultos existentes actualmente ™.
La razén es que el actual principio de dotacién del culto tiene el sentido
que se le dio en la primera Constitucién de Luxemburgo independiente, la
de 1848. En ésta se insertd el principio, sin ser objeto de discusién en las
Cémaras; y después pasé inalterado por las sucesivas constituciones hasta
llegar a la presente. Ahora bien, el sentido era el mismo que se le dio en las
discusiones del Congreso Nacional Belga de 1830: “De la Constitucién belga
(art. 117) estd tomado el texto luxemburgués del principio de dotacién del

% Para el seminario, Concordato, art. 11; Arts. orgdnicos 23-26; Decreto del

23 ventose afio XII; Decreto del 17 de marzo de 1808; Decreto del 6 de noviembre
de 1813: arreté del 20 de abril de 1842 y del 23 de septiembre de 1842; Ley del 3
de noviembre de 1926: Ley del 28 de enero de 1970.

" MAJERUS, N.: L’administration des biens d’église, pp. 383-385 y ss.; EYSCHEN:
0. c., p. 203.

7 MAJERUS, P.: L’Etat luxembourgeois, p. 71.
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culto®. Se recoge, por tanto, la obligacién heredada de los periodos ante-
riores, en que las leyes de la Repiblica Francesa tuvieron aplicacién en
Luxemburgo.

Tal es la obligacion asumida por el Estado para con los cultos. ;En qué
titulo se funda? Se dan dos teorias contrapuestas, la liberal y la catélica.
Segiin la tesis liberal, la dotacién estatal del clero viene asumida “por causa
del alto interés que el Estado dedica a la religién, y no como indemnizacién
de los bienes eclesiasticos, que, en su tiempo, la Repiblica Francesa habia
desamortizado con otros muchos bienes piblicos del Departamento de las
Foréts (Luxemburgo), y de los que el Gran Ducado, lejos de aprovecharse,
s6lo habria recibido perjuicios” ™.

Por el contrario, la tesis catdlica sostiene que la obligacién del Estado
se funda en un titulo de indemnizacién. ;(Razones? El origen mismo del
presupuesto para el culto y clero en Luxemburgo. Arranca éste de la aplica-
cién de las leyes de la Republica Francesa al entonces “Departament des
Foréts”, constituido por la ley del 1 de octubre de 1795*. Ahora bien, la
legislacién entonces vigente conserva el caricter de indemnizacién, pues, al
suprimirse los diezmos eclesidsticos en 1789* se prevé el modo de subven-
cionar al culto, al clero y a las obras de beneficencia.

Lo mismo, cuando tienen lugar la nacionalizacién de los bienes eclesids-
ticos ese mismo afio ®. Y cardcter de deuda nacional tiene el sostenimiento
de los ministros de cultos en la Constitucién de 1791.

Para el entonces “Departament de las Foréts” (Luxemburgo), la materia
patrimonial venfa regida por el Decreto de Burgos de 1808. Conforme a él,
los ministros de culto son mantenidos en el disfrute de los bienes no enaje-
nados (art. 2), y el montante de los réditos de dichos bienes serd descontado
del montante de la dotacién de los ministros de culto (art. 2)®.

La realidad es que el Estado sigue pasando la dotacién del clero a los
tres cultos reconocidos, bajo el punto de vista material, teniendo como funda-
mento legal la Constitucién (art. 106) y la ley respectiva de aplicacién que

®  MaJErus, N.: La situation légale, p. 126; cf. WeBer, P.: La Constitution,
pp. 72-73.

‘79 EYSCHEN: Das Staatsrecht, p. 190, quien sostiene dicha teoria aduciendo las
deliberaciones de la Cdmara del 27 de enero de 1908.

8 Ley del 4 de frimario del afo IV. Las leyes que citamos, asi como los argu-
mentos, los tomamos de MaJErus, N.: La situation légale, pp. 111-127, en que defiende
la tesis por ¢l llamada “catélica”.

8 Decreto del 4-11 agosto.

¥ Decreto del 2 de noviembre.

" Les biens de cure, non aliénés ont été laissés au clergé aprés la Révolution
Francaise, sont importance. Ils font partie du traitement du “titulaire”: Nota que me
fue facilitada por el abbé Paul WEBER. Sont biens du cure “les biens qui formaient
autrefois la dotation des ministres du culte”: MaJerus, N.: L’'administration des
biens d’Eglise, p. 448, n. 446, quien trata la cuestién ampliamente aduciendo la doc-
trina del Consejo de Estado, pp. 447-471, nn. 445-456.
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fija el montante de dicha dotacién . La obligacién es compartida conforme
a las leyes vigentes, por los municipios *.

El car4cter de indemnizacién es reconocido por los Paises Bajos y Bél-
gica, que sucedieron al Estado francés en 1815%,

4.3. El estatuto del clero.

Cuando en Francia se instaura el régimen de separacién de las Iglesias
y del Estado, a una con la igualdad juridica de todos los cultos ante la ley,
en el pensamiento de sus promotores estaba subyacente la supresiéon de todo
estatuto del clero. Los ministros de culto no serfan mds que meros ciuda-
danos. (Ocurre asi en Luxemburgo, cuando se recoge como herencia, un
sistema politico religioso con libertad de cultos e igualdad juridica de todos
los ciudadanos ante la ley sin una Iglesia establecida?

A pesar de ello, los ministros del culto, lo hemos visto mds arriba, son
pagados por el Estado. De ahi surge la cuestién, (qué situacién juridica
tienen los clérigos ante el derecho estatal? ¢Disfrutan de la categoria de
funcionarios?

Los ministros de culto no son nombrados por el Estado. Lo son por sus
respectivos superiores eclesidsticos. Tampoco ejercen una funcién estatal, sino
una funcién religiosa. Ni siquiera desarrollan un servicio piblico o tarea
que les haya sido encomendada por la comunidad politica. Su actividad
cultual estd regulada por las leyes y reglamentos internos del respectivo
culto, en cuyo ejercicio son independientes con independencia reconocida por
la Constitucién. Por ello, no estin sometidos, en cuanto ministros de culto,
a la legislacién de los funcionarios del Estado. La Jurisprudencia es taxativa
y constante al respecto. “Los ministros de culto, depositarios de un poder
puramente espiritual —asienta el Tribunal Supremo—, no ejercen ninguna
parte del poder piiblico y no tienen del Gobierno ningin empleo instituido
en un interés puiblico. Por tanto, no podrian ser contados entre los deposi- -
tarios agentes de la Autoridad y entre las personas que tienen un cardcter
publico, contra los cuales el articulo 447, péarrafo 1, del Cédigo Penal admite
la prueba del hecho imputado” *.

8 Las diversas leyes aplicativas que determinan el montante de la dotacién:
Leyes del 17 de mayo de 1874; del 26 de diciembre de 1921; del 17 de marzo de
1924, véase en MAJERUS, N.: L’administration des biens d’Eglise, pp. 531-534, junto
con sus principios, pp. 529-548.

% La obligacién de los municipios con relacién al culto tiene como fundamento
legal: 1.°) el Decreto del 30 de diciembre de 1809 relativo a las fdbricas de Iglesia,
arts. 92-103, 2.°) la Ley municipal del 24 de febrero de 1834, art. 83, nn. 9y 12;
of. art. 48, n. 13 y 118, n. 11: RupPERT: Le code politique et administratif, pp. 193-
239, especialmente pp. 211- 220 y 228.

% MajErUS, N.: L’Administration, pp. 123-125, quien cita la Constitucién holan-
desa de 1815, art. 194, y la Constitucién belga de 1830, art. 117. Es verdad que el
rapport de la seccién central de presupuestos de 1849 tendia a no reconocer dicho
cardcter de indemnizacién al presupuesto para los cultos. Pero fue rechazado por la
Asamblea luxemburguesa, ibid., p. 127. )

& Arrété del 3 de mayo de 1890: Pasicrisie, 111, p. 509, que mantiene la juris-
prudencia anterior del mismo Tribunal en arrété del 2 de marzo de 1878: Pasicrisie
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Aun no siendo funcionarios del Estado, ¢podria sostenerse que tienen
cierto cardcter ptiblico, al ser subvencionados por el Estado? La cuestién se
plantea con ocasién del problema suscitado en torno a si el Estado puede
suprimir o suspender la dotacién como medida disciplinaria, cuando el mi-
nistro de culto comete una falta o abuso. En la legislaciéon no estd previsto
ni la suspensién ni la supresién. Sin embargo, segin Eyschen®, no existe
impedimento juridico en la Constitucién, para una retencién de las tem-
poralidades, fundada en el derecho anterior, para determinados casos ulte-
riormente precisados por una ley” ®. Tal posicién no parece justificada. “Es
al Obispo, tinico juez eclesidstico, a quien pertenece decidir si un eclesidstico
se ha hecho culpable de una falta en la administracién de sus funciones, y
s6lo él tiene el derecho de suspenderlo de su oficio”.

Aun no teniendo el cardcter de funcionario publico asimilado, ¢(se puede
afirmar que los ministros de culfo tienen un estatuto especial reconocido por
el Estado? En el antiguo régimen los privilegios eclesidsticos de los clérigos
venian reconocidos ante la legislacién estatal, constituyendo un auténtico
estatuto. ;Subsisten hoy estos privilegios ante el derecho de Luxemburgo?
(En qué medida?

El privilegio del fuero habia sido ya abrogado por los articulos orgdnicos
(art. 15). La abrogacién se mantiene en la vigente Constitucién, pues “ningiin
Tribunal, ninguna jurisdiccién contenciosa puede ser establecida si no es por
ley. Ni pueden ser creados ni comisiones ni tribunales extraordinarios bajo
cualquier denominacién que sea” (art. 86). Todas las contestaciones que ten-
gan por objeto derechos civiles o politicos son de la exclusiva competencia
del Estado (arts. 84 y 85). Por una parte, los clérigos son citados para todos
los asuntos civiles y criminales ante los tribunales del Estado. Por otra parte,
las decisiones de los tribunales eclesidsticos no tienen reconocimiento ante
los tribunales estatales.

La exencién de cargos publicos, en principio, no existe, no debe existir.
Sin embargo, se estatuye la incompatibilidad del estado sacerdotal con las
funciones judiciales *.

Y el cargo de ministro de culto, retribuido por el Estado, es incompatible
con el de diputado y consejero municipal®. Asimismo el estado sacerdotal
se ha declarado incompatible con el ejercicio de la abogacfa por el Consejo
del Orden de los Abogados y el Tribunal Supremo *.

luxembourgeoise, 1, p. 416: ambos citados textualmente por MaJErus, N.: La situation
légale, pp. 128 y 129; EYSCHEN: Das Staatsrecht, p. 190.

88 Das Staatsrecht, p. 190.

# Tiene su apoyo una resolucién del Consejo de Estado del 26 de abril de 1883, -
al extender a todos los ministros de culto la prescripcién de la Ley del 8 de mayo
de 1872, atinente a los funcionarios, del derecho de retener una parte del sueldo y
de inflingir otras medidas disciplinarias: MAJERUS, N.: La situation légale, p. 127.

% Ley del 18 de febrero de 1885.

% Ley del 9 de julio de 1923, arts. 182, 185.

2 Del 10 de febrero de 1923: el texto es reproducido a una con la decisién del
Consejo por MAJERUS, N.: La situation légale, pp. 167-170.

A pesar del “arrét”, hoy no existe dificultad en admitir en el Colegio de Abogados
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La exencién del servicio militar no tiene razén de ser, por no existir en
Luxemburgo el servicio militar obligatorio ®. Como tampoco subsiste el bene-
ficium competentige. Queda suficientemente asumido por las disposiciones
generales prescritas para todos los ciudadanos por las respectivas leyes pro-
cesales *.

El privilegio del canon, aun cuando como tal es inexistente, sin embargo,
tiene una proteccidn especial el ministro de culto (Cédigo Penal, art. 142)
contra los ultrajes y violencias cometidos contra ellos *. Ademads, tiene apli-
cacién, con relacién al traje talar, la disposicién general penal contra el uso
abusivo de traje o uniforme propios de un orden. (Cédigo Penal, art. 228).

No existe, por tanto, un estatuto especial del clero como tal, civilmente
reconocido, como ocurria en el antiguo régimen. Sélo subsisten unas dispo-
siciones generales de proteccién del culto y ciertas incompatibilidades de los
ministros de culto. Decimos “los ministros de culto”, ;la proteccién especial
no se extiende a todos los clérigos? “Sélo los ministros de culto —concluye
N. Majerus ¥—, no todos los clérigos, como la Iglesia lo exige; y los minis-
tros no son protegidos nada mas que en el ejercicio de sus funciones. Y lo
son por el solo motivo de asegurar la libertad de los cultos...”.

4.4. Provision de los oficios eclesidsticos e intervencion del Estado.

Donde quizds mejor se refleje el alcance de la esfera de la autonomia y
libertad de los cultos es en su mayor o menor independencia en el nom-
bramiento de los ministros para los oficios eclesidsticos, con relacién al Es-
tado. ;Tiene éste intervencién? Nos fijamos en los tres especialmente con-
siderados en la Constitucién por razén de la dotacién estatal.

Con relacién a la Iglesia catdlica, el antiguo derecho de presentacidn, un
tiempo vigente en Luxemburgo, ha desaparecido con el establecimiento del
principio de libertad de cultos. Es el Romano Pontifice, quien conforme al
Derecho candnico (canon 329), libretnente nombra al Obispo de Luxemburgo,
sin estar ligado a forma alguna especial de procedimiento *. Sin embargo, de
hecho y de derecho, admite cierta intervencién del Gobierno luxemburgués
en los nombramientos episcopales. En derecho, la legislacién del Estado, que
en 1870 reconocid, a efectos civiles, la ereccién del Obispado de Luxemburgo,

al sacerdote que haya superado las pruebas de la carrera de Derecho: nota que me
fue facilitada por el profesor Abbé Paul WEBER. )

% Sélo de 1945 a 1967 fue obligatorio el servicio militar. En ese tiempo los semi-
naristas y sacerdotes, en periodo de servicio, lo realizaron en servicios auxiliares como
enfermeros...: nota que me fue facilitada por el citado Abbé WEBER.

% Cédigo de procedimiento civil, arts. 592 y 593; Leyes del 21 ventose del
afio X, y del 8 de mayo de 1872, Cf. Cédigo civil, art. 2.102: citados por MaJERUS, N.:
La situation légale, pp. 170-171, 166-167.

% Céde Pénal, arts. 145-147.

% La situation légale, p. 171. ) )

% El Capftulo Catedral no interviene para nada en los nombramientos episco-
pales. El obispo cada afio envia una lista de sacerdotes episcopales: _Abbé qul WEBER:
La nomination des évéques au Grand-Duché de Luxembourg: Feuille de liaison de la
Conférance Saint-Yves, nn. 29-30 (1968) 12-16, especialmente 15.
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fij6 el requisito del “agrément” del Gran Duque para el reconocimiento del
candidato nombrado obispo *.

De hecho, a partir de entonces, todos los obispos luxemburgueses han
recibido el “agrément” del Gran Duque mediante arrété real. Pero ;qué im-
plica el “agrément”? Su carencia no significa la invalidez del nombramiento.
Sélo lleva consigo la carencia de efectos civiles.

Si la Corte de Roma no obtuviera el acuerdo previo, correria el riesgo,
en caso de faltar el “agrément”, de hacer perder a la Iglesia las ventajas de
que goza en el Gran Ducado. (Rapport de la section central). El obispo no
“agréé” por el Soberano no solamente no gozarfa de los emolumentos pecu-
niarios asignados a sus funciones, sino que, por ejemplo, todos los nom-
bramientos que él hiciera quedarian sin efectos ante la autoridad civil, de
forma que los pdrrocos asi nombrados no percibirian la dotacién. Perderia
ademds, una gran parte de la influencia que las leyes le otorgan sobre la en-
sefianza, el obispo no “agréé” no podria formar parte de la Comisién de En-
sefanza... *.

De hecho, Roma no designa a nadie para obispo, sin obtener el previo
asentimiento por parte del gobierno. Para la provisién de los demds oficios
eclesidsticos menores, el obispo es quien nombra libremente a sus parrocos
y equiparados, y tan s6lo comunica el nombre de los designados en orden
a los efectos civiles de la dotacién y su previa inscripcién, como tales, en el
respectivo ministerio .

Dos requisitos mds se fijan en la citada ley ', que reconoce la ereccién
del obispado luxemburgués, la nacionalidad de los candidatos y la prestacién
del juramento. Su férmula es la determinada en el concordato napolednico
antiguamente vigente. Esa misma fue propuesta por el gobierno y aceptada
por Roma en 1850. Su sentido es, segin el Consejo de Estado, que “implica
necesariamente la promesa de obediencia a la Constitucién, sintetizando el
soberano constitucional el conjunto de las disposiciones legales que rigen el
Estado” ',

En el culto protestante, el parroco, que preside el Consistorio —la unica
autoridad que conoce la comunidad protestante luxemburguesa de ambas

¥  Ley del 23 de abril de 1873, art. 3, relativo a la ereccién de la didcesis de
Luxemburgo. Los nombres de los obispos “agréés” por el Gran-Duque por “arrétés”
reales con sus fechas, véanse en MAJERUS, N.: La situation légale, p. 199.

%  Rapport de la section centrale de la Chambre des Députés: Création de
I’Evéché de Luxembourg par la loi du 30 avril de 1873. Documents et discussions,
Luxembourg 1873, pp. 39-40: citado por Abbé WEBER, P.: La nomination, p. 15.

10 Majerus, N.: o. ¢, pp. 129 y 214,

W0 Ley del 30 de abril de 1873, relativa a la ereccién de la dibcesis de Luxem-
burgo, que exige la nacionalidad luxemburguesa (art. 3), y determina (art. 1) la férmula
del juramento.

Ambas restricciones estaban ya admitidas con anterioridad por Roma. Por ello
podria decir el Consejo de Estado que tenfan un cardcter concordatario y que consti-
tuian una aplicacién del art. 22 de la Constitucién: Abbé WEBER, P.: La nomination,
p. 15.

2 Dictamen del 20 de diciembre de 1872: citado por MajErus, N.: La situation
légale, p. 1.199.
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confesiones— es elegido por el Consistorio, pero necesita ser confirmado por
el Gran Duque '®. En cambio no necesita ser nacional, puede serlo un extran-
jero 1®,

En el culto judio, la intervencién del Estado es doble. Se extiende al
Consistorio y al Rabino. Actualmente, desde 1835, los miembros del nuevo
Consistorio son propuestos por el Consistorio en funciones en lista al Consejo
Municipal de Luxemburgo, y son nombrados directamente por el competente
Director General de cultos'™. El Rabino es elegido por el Consistorio, y
después confirmado por el gobierno. .

En conclusién, dentro del principio general de libertad de cultos, la pro-
teccién del Estado supone, desde el punto de vista del derecho, unas limita-
ciones que tienen su repercusién en una cierta intervencién del Estado en
la provisién de los oficios eclesidsticos, que no se encuentran en la Consti-
tucién belga, inspiradora de la vigente Constitucién luxemburguesa '*.

4.5, La ensetianza religiosa y la libertad escolar limitada.

Intimamente ligado tanto al principio de libertad religiosa y de libertad
e independencia de los cultos como al principio de proteccién de los cultos,
estd el problema escolar. Atafie por agual a los individuos como a los cultos
en sus libertades fundamentales, tal como son garantizados en la Constitu-
cién luxemburguesa. Y los atafie bajo dos formas claramente distintas, la
ensefanza religiosa y la libertad escolar.

Ante la ensefanza de la religion, Luxemburgo, aun proclamando el prin-
cipio de la libertad religiosa y el principio de independencia de los cultos,
mantiene el principio de proteccién de los cultos con relacién a la religién
y a su consiguiente ensefianza.

La escuela primaria piblica no es ni neutra ni laica: ella debe tender a
preparar los nifios “a la prdctica de todas las virtudes cristianas, civicas y
sociales” ', En su consecuencia, “la instruccién religiosa y moral” forma parte

3 EYSCHEN: Das Staatsrecht, p. 206.

14 Tey del 10 de julio de 1895, relativa al nombramiento de un pastor protestante
en Luxemburgo.

05 Antes, seglin el Decreto del 17 de marzo de 1808, arts. 6, 8, 25, sélo tenian
que ser confirmados “agréés”: EYSCHEN: Das Staatsrecht, p. 206; y Decreto citado,
art. 16.

1% Nos hemos fijado principalmente en el nombramiento de obispos con relacién
a la Iglesia catélica; en cuanto a la provisién de los oficios inferiores: los “curés”
(decanos) y “desservants” (pdrrocos) son libremente nombrados por el obispo; los
nombres de aquéllos son comunicados al gobierno en orden a percibir la dotacion.

Los miembros del Capitulo Catedral, por no estar éste reconocido por el Estado,
no perciben dotacién del Estado ni tampoco tienen que serle comunicados los nom-
bres: MAJERUS, N.: La situation légale, pp. 212-214 y L’administration des biens
d’Eglise, pp. 529 ss., especialmente n. 506.

07 Ley orgdnica del 10 de agosto de 1912. Para las leyes de educacién: RUPPERT:
Code politique et administratif, pp. 282 ss. Seguimos en la exposicién preferentemente
abbé Paul WEBER (Manuscrito): Problémes juridiques concernants la liberté de reli-
gion et de conviction au sein de la famille et dans Ienseignement au Grand-Duché
de Luxembourg, Luxembourg 1967.
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obligatoria de la ensefianza primaria (L. de 1912, art. 23). Y se imparte en las
mismas aulas escolares por el ministro de culto o por un eclesidstico delegado
por éste en los dias y horas fijadas al efecto por la administracién municipal
de acuerdo con el ministro de culto, y, en lo posible, al comienzo o al fin
del tiempo de las clases (L. de 1912, art. 26). Al jefe del culto respectivo con-
cierne la “vigilancia de la ensefianza religiosa asi como la designacién de los
manuales de religién*®, En todo caso, el maestro debe guardar el debido
respeto a las opiniones religiosas de los demds”, absteniéndose de enseiiar,
o de hacer o de tolerar todo lo que pueda ser contrario a dicho respeto” '*.

En los centros de ensefianza media y superior, “la ensefianza tiene un
cardcter neutro: el profesor puede hacer abstraccién de las verdades de la
religién y dar una ensefianza desprovista de toda idea religiosa y aun irreli-
giosa. Sin embargo, los programas y la organizacién prevén para los alumnos
catélicos una ensefianza religiosa y una préctica religiosa” ™.

De hecho la doctrina cristiana catélica figura entre las materias ordinarias
en los gimnasios ™.

En la reciente reforma de la ensefianza secundaria %, ésta lleva consigo un
curso de instruccién religiosa y moral y un curso de moral laica. Por ello,
en dicha instruccién figuran los programas tanto de la ensefianza secundaria
cldsica como de la moderna 2. Los profesores de religién catélica son nom-
brados a propuesta en terna del obispo™. Y los libros de texto de religién
catélica son escogidos entre los presentados por el obispo . Asimismo que-
da garantizado el cumplimiento de los deberes religiosos .

Si del principio de proteccién de cultos, se sigue la proteccién de la reli-
gién, y ésta, de hecho es la catdlica por ser la de totalidad moral de la pobla-
cién luxemburguesa, ;cémo queda a salvo la libertad religiosa de los perte-
necientes a otros cultos, sea el protestante, el judio o cualquier otro? En
primer lugar, sélo los alumnos cat6licos estin obligados a asistir a los cursos
de instruccién religiosa y moral. En segundo lugar, el nimero de los no
catélicos es tan reducido, que para los no catdlicos estd previsto el instituto
de la dispensa de frecuentar dichos cursos. En la ensefianza primaria “bajo

8 Ley de 1912, arts. 27 y 26 respectivamente.

% Jey citada, art. 22.

10 Abbé WEBER, P. (Manuscrito): Problémes, p. 17.

m Ley del 23 de julio de 1848 sobre la organizacién de la ensefianza superior
y media (modificada en sus arts. 2, 17 y 47 por la Ley del 6 de junio de 1849). Art. 5
(reemplazado por el art. 1.° de la Ley del 21 de julio de 1869).

12 Ley del 10 de mayo de 1968 llevando una reforma de la ensefianza (Titulo VI:
De la ensefianza secundaria), art. 48: Courrier de 'Education Nationale, n. 5 (1968) 7.

13 Ley del 10 de mayo de 1968, art. 49.

¢ Jey del 18 de septiembre de 1965 creando la escuela media, art. 36.

15 Ley del 23 de julio de 1848, art. 18; y Ley del 17 de junio de 1911 creando
los liceos para nifias, art. 2, parrafo segundo.

16 Reglamento general del 7 de junio de 1861, art. 47; en su consecuencia, los
reglamentos de disciplina del 31 de diciembre de 1949 (nifios) art. 27, y el de 21 de
junio de 1950 (nifias) art. 26, prevén la forma de su cumplimiento, la forma concreta
de su cumplimiento los domingos, jueves y los dfas legalmente establecidos para con
los alumnos catélicos.
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declaracién escrita del padre o del tutor de que el nifio o pupilo no asistird
a las lecciones de instruccién religiosa y moral, el alumno serd dispensado
de seguir esta ensefianza” ',

Actualmente, con la nueva reforma, se extiende la dispensa a la ensefianza
secundaria ™.

¢ Estarfan garantizadas no sélo la dispensa de acudir a los cursos de reli-
gién catdlica, sino también el dar cursos de otras religioses en las mismas
aulas escolares? La cuestién no es meramente tedrica.

Fue presentada en 1876 por el Rabino de la comunidad israelita **. Hoy
en la reformada ensefianza secundaria estd previsto un curso de moral laica;
a las personas investidas del derecho educativo corresponderd la inscripcién
en el mismo

“Se puede decir que el curso de religién ya no es hoy obligatorio nada
mdés que en teoria, y que en la prictica se ha convertido en facultativo, por-
que el alumno puede ser dispensado a simple demanda de los padres” ™.

Tal es la posicién del Estado ante la ensefianza de la religién: de una
parte, garantia del principio de libertad para todos los ciudadanos, que tienen
su manifestacién en la institucién de la dispensa de los cursos de religién;
de otra parte, proteccién de la religién, en cuanto que es asumida como ma-
teria de la ensefianza, tanto primaria como secundaria.

Inseparablemente unida a la cuestién de la ensefianza de la religi6n y de
su garantizacion, va unida la cuesti6n escolar. ¢ Existe verdadera libertad de
abrir escuelas privadas distintas de las del Estado? Podemos distinguir dos
aspectos en la respuesta: el del derecho y el de la realidad. Bajo el punto de
vista del derecho, la Constitucién (art. 23) asienta tres principios claros:
1. El Estado vela para que todo luxemburgués reciba la instruccién primaria,
que serd obligatoria y gratuita; 2. El Estado crea los establecimientos de
ensefianza media y superior necesarios. Crea igualmente cursos profesionales
gratuitos; 3. La ley determina los medios de subvencionar la instruccién
piblica asi como las condiciones de vigilancia... Por tanto, en puro derecho
no queda excluida la libertad de abrir escuelas privadas para los diferentes
cultos existentes. Esta quedarfa sujeta a la reglamentacién de la ley estatal,
y al monopolio del Estado en la concesién de los diplomas oficiales 2.

M ey del 10 de agosto de 1912, art. 26, pdrrafo cuarto.

115 Jey del 10 de mayo de 1968, art. 48, pdrrafo tercero. .

19 A ella respondié la direccién del Ateneo: “la demanda del rabino no estd fun-
dada en el derecho escrito; no se justifica por los principios. Estos no exigen que la
ensefianza religiosa forme parte del programa de los estudios de un centro de instruc-
cién. Si la doctrina cristiana estd inscrita en nuestro ateneo es lnicamente porque la
gran mayorfa de los alumnos profesan la religién catélica; de que esta consideracién
haya prevalecido no se sigue que un curso de religién deba ser dado para los alumnos
de cada culto, por escaso que sea su numero”: MAaJeErus, N.: La situation légale,
pp. 262-263.

120 JTey del 10 de mayo de 1968, art. 48, pdrrafo segundo.

2t MAaJERUS, N.: La situation légale, p. 260.

12 Abbé WEBER, P. (Manuscrito): Problémes, p. 8.
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De hecho, “todas las leyes escolares de 1843 a 1912 han permitido la
ereccién de escuelas primarias privadas, mas bajo prescripciones tan severas
que casi nunca se ha sofiado en crearlas” . En la ensefianza media ™ estd
prevista la posibilidad de abrir “escuelas secundarias”. Quedan, empero, su-
jetas al control del Estado y, por ahora, no reciben subvencién, a excepcién
de algin tipo de escuelas **.

“Puede verse que este sistema matizado y equilibrado como tantas de
nuestras instituciones da su parte a la libertad como a la intervencién del
poder publico. Esto nos ha valido dos bienes inestimables: una cualidad
elevada de nuestra ensefianza y la paz escolar” . Se da, por tanto, una
garantia de la ensefanza religiosa dominante en el pafs, la catélica, a una
con la garantia de la libertad religiosa, mediante el instituto de la dispensa
y aun de la ensefianza de la moral laica. Al tiempo se mantiene, bajo el prin-
cipio de una libertad escolar regulada por la ley, el monopolio, de hecho,
del Estado, salvo algunas excepciones.

5. VALORACION COMPARADA DE LOS PRINCIPIOS DE LA CONSTITUCION DE
LUXEMBURGO SOBRE LIBERTAD RELIGIOSA.

Después de haber analizado los principios constitucionales relativos a la
regulacién. de la libertad religiosa y de los cultos, cabe una ulterior matiza-
cién, que nos da una calificacién juridica més exacta de los mismos. Para
ello, habria que distinguirse la teoria juridica y la realidad juridico social de
los cultos en Luxemburgo.

En cuanto a la teoria juridica, si contemplamos las disposiciones constitu-
cionales vigentes a la luz de sus interpretaciones del contexto histérico en
que fueron proclamados y de su desarrollo ulterior, se da una doble inter-
pretacién doctrinal por parte de los autores. Esta se refiere exclusivamente
a los principios relativos a los cultos.

El primer principio, de libertad de conciencia, es indiscutible y coinci-
dente con el mismo principio constitucional de Bélgica.

En cuanto a los principios relativos a los cultos, se da una doble inter-
pretacién. Primera sentencia y comin hoy dia es la asimilacién con los prin-
cipios del sistema constitucional belga. Es la teoria representada primordial-

23 MAaJERUS, N.: La situation légale, p. 237.

124 Ley del 18 de septiembre de 1965 creando la escuela secundaria, art. 40. Estos
centros se denominardn ‘“escuelas secundarias”, mientras los centros estatales se lla-
marén “liceos”: Ley del 10 de mayo de 1968, arts. 44, pdrrafo cuarto y 57.

25 Abbé WEBER, P. (Manuscrito): Problémes, p. 13. Segin él, existe una comisién
encargada de estudiar el problema, 1.° de la facultad de fundar nuevas escuelas libres,
y 2.2 de arbitrar subsidios para dichas escuelas.

12 Asi{ concluye una nota sobre la materia escolar, publicada en: Feuille de
Liaison de la Conférence Saint-Yves de Luxembourg, n. 5 (1953) 7 al resumir el régi-
men escolar vigente en Luxemburgo.
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mente por P. Eyschen ¥, N. Majerus *, P. Majerus® y P. Weber ™. En su
consecuencia deducen como principios, los mismos de la Constitucién belga:
reciproca independencia de los cultos y la proteccién de los mismos. Son
los dos principios segundo y tercero enunciados por nosotros.

La segunda teoria, representada por M. Brasseur *, por el contrario, ba-
sdndose en las diferencias de la Constitucién- luxemburguesa con la belga
afirmaba la supremacia del Estado dentro de una concepcién jurisdicciona-
lista sobre los cultos.

A nuestro entender, teniendo en cuenta las diferencias, sefialadas con
relacién a la Constitucion belga, suscribimos la primera teoria con unos ma-
tices. En su conjunto, los podriamos enunciar as{: primer principio que sal-
ven dichas diferencias: el principio de independencia de los cultos (relativa,
casi absoluta); el principio de proteccién de los cultos; el principio de una
regulacién concordataria de los cultos (al menos del culto catdlico), que ha
tenido una aplicacién préctica, siquiera parcial, en “modus vivendi” concre-
tizado en la ley de 1873 reconociendo la ereccién del obispado independiente
de Luxemburgo ™.

Si ahora lo expresamos en términos negativos, pondriamos los principios
de la siguiente manera.

Primer principio: no hay religion oficial (la catélica) del Estado luxem-
burgués. Segundo, no hay supremacia del Estado sobre la Iglesia ni de éste
sobre aquél. Tercero, no se establece una separacién absoluta de Iglesias y
cultos. Cuarto, no se fija una regulacién totalmente unilateral de sélo el
Estado con relacién a los cultos.

Si de la teorfa, pasamos a la realidad juridico-social, observamos la apli-
cacién primordial del principio de libertad de conciencia. Y con relacién a
los cultos existentes en Luxemburgo, los tres pricticamente existentes en
Luxemburgo, el catdlico, con la totalidad moral de la poblacién, el protes-
tante y el judio viven y se ejercen con plena libertad, y con total respeto
por parte del Estado. A pesar de la cldusula constitucional limitando el dere-
cho de asociacién en materia religiosa, las “corporaciones religiosas pueden
libremente establecerse en el Gran Ducado” ™. En la regulacién juridica apli-
cada, la diferencia estd en que los cultos protestantes y judios se rigen por
las antiguas leyes, mientras el culto catélico, ademds, por una ley que quizés
la podriamos denominar quasi pacticia como en el caso de Austria para el
culto protestante. La verdadera diferencia no estd en la base juridica: se

1% Das Staatsrecht, pp. 185 y 187, y las palabras por él pronunciadas ante las

Cdmaras y citadas por MaJerus, N.: La situation légale, p. 60.

18 La situation légale, pp. 57-60.

¥ I’Etat luxembourgeois, p. 71, cf. p. 26.

B0 La Constitution, pp. 29-73.

Bl Citado por MaJerus, N.: La situation légale, p. 60.

12 Cf. Majerus, N.: La situation légale, p. 57.

B Annuaire officiel d’administration et de législation 1967 (38.* edition). Minis-
tere d’Etat, pp. 76-85, especialmente p. 77, donde se da la composicién de los distintos
cultos y la legislacién vigente para cada uno de ellos.
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asienta en la vivencia religiosa del pueblo luxemburgués, que histéricamente
y hasta el presente es catélico en su inmensa mayoria. Sobre una poblacién
de 314.000 habitantes, tan sélo 5.470 son miembros de la comunidad protes-
tante ™. Esa vivencia de libertad religiosa y de autonomia de los cultos, es
la que hace desaparecer practicamente las aristas de una inseguridad juridica
para ceder el puesto a una seguridad real de los cultos. Por ello lo que
hubiera podido crear un problema juridico real se reduce a una problemi-
tica puramente ideal y abstracta. Asi aparecen mds nitidos los principios,
asimilables a los de la Constitucién belga, que pudieron aparecer obnubilados
por la complejidad de la legislacién cultual y por las diferencias peculiares
establecidas en la Constitucién luxemburguesa de 1848, que pasaron a la
vigente de 1868.

A mayor abundamiento, los principios de libertad de conciencia y de
libertad e independencia de los cultos aparecen rubricados por el compro-
miso del Estado luxemburgués, al ratificar el Convenio europeo para la sal-
vaguardia de los derechos del hombre, de Roma de 1950, y darle fuerza de
ley . El resultado es que el distanciamiento de principios en materia reli-
giosa de la Constitucién luxemburguesa con relacién a la Constitucién belga,
ha quedado superado por la realidad aplicativa de los mismos, por la legisla-
cién posterior, y aun por la misma jurisprudencia *.

CArRLOS CORRAL SALVADOR, S. ].

Vice-Decano, Facultad de Derecho Candnico,
Comillas - Madrid

184  Estadistica de 1960: Bilan du monde 1964, Tome II, Tournai, Castermann
1964, pp. 570-574. Bulletin du State (Service Central de la Statistique et des Etudes
Economiques, IV, n. 9 (Sept. 1963) Luxembourg: poblacién segin censo de 1960:
habitantes 314.889; protestantes 2.550, cuya mayor parte estd compuesta por extran.
jeros.

135 LANARES, P.: La liberté religieuse dans les conventions internationales et dans
le droit public général, Paris 1964, p. 193.

13 Asi lo hacen notar EYSCHEN, P.: Das Staatsrecht, p. 186, y MajeErus, N.:
La situation légale, p. 60.
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